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La intervención de los poderes públicos para
remediar los problemas de vivienda en los princi-
pales estados europeos tiene su fase de máxima
intensidad en los años de reconstrucción tras la
Segunda Guerra Mundial, que continúa durante
los sesenta con las fuertes demandas derivadas
del desarrollo económico y urbano. Después, la
crisis de los setenta obligará a replantear las for-
mas de intervenir y, más tarde, con el auge de los
postudalos neoliberales, se cuestionará incluso la
conveniencia de intervenir. Son pautas de inter-
vención que se sustituyen en el tiempo y que han
ido dejando, además de su huella en forma de
presencia física en el paisaje urbano, importantes
elementos que configuran la estructura y el com-
portamiento de los diferentes agentes sociales y
de los mercados de vivienda. En este sentido,
como referencia necesaria para poder entender la
situación actual y hacer previsiones y propuestas
de futuro, se plantea la valoración de las políticas
de vivienda en el pasado. No podemos ignorar
que, en buena medida, las políticas e intervencio-
nes consideradas corresponden a contextos
sociales y políticos que poco o nada tienen que
ver con el presente, por lo que, más que prestar
atención a los aspectos formales propios del
momento, se trata de extraer la esencia de los
elementos comunes que han servido como hilo
conductor de la intervención pública en materia
de vivienda con objeto de aprovechar su posible
utilidad prospectiva.

EVOLUCIÓN
El derecho a la vivienda y su reconocimiento
como bien de primera necesidad se formaliza en
la Declaración Universal de los Derechos Huma-
nos en 1948: "toda persona tiene derecho a un
nivel de vida adecuado que le asegure, así como
a su familia, la salud y el bienestar, y en especial
la alimentación, el vestido, la vivienda, la asisten-
cia médica y los servicios sociales necesarios".

Se trata de un derecho recogido como bási-
co en las legislaciones de los diferentes países.
La Unión Europea, aún no teniendo competen-

cias específicas en materia de vivienda, fija entre
sus objetivos la inclusión social de sus ciudada-
nos, para lo cual aboga por la implementación de
políticas que eviten los efectos excluyentes del
mercado de la vivienda.

El último paso dado en este sentido corres-
ponde el gobierno francés que a principios de
2007 expone las líneas directrices de un proyec-
to de ley que instaura el derecho exigible a la
vivienda o derecho a exigir judicialmente una
vivienda a la administración pública competente.

A lo largo de la segunda mitad del siglo XX,
desde el reconocimiento del derecho de los ciu-
dadanos a una vivienda y la necesidad de la
intervención pública, en los diferentes países de
Europea occidental se han ido concretando polí-
ticas de VS, con formulaciones diversas y espe-
cíficas, que aunque pueden coincidir en algunos
aspectos no dejan de diferir en elementos funda-
mentales.1

Puede decirse que la evolución de las políti-
cas de vivienda modernas en Europa comienza
tras la finalización de la Segunda Guerra Mundial
que, tal como había ocurrido con la Primera Gue-
rra Mundial, provocó una enorme necesidad de
reconstrucción de viviendas y núcleos urbanos
que obligaron a los poderes públicos a implicarse
muy directamente en el problema. En la Alemania
occidental se creó el Ministerio Federal de Cons-
trucción de Viviendas, y entre 1949 y 1959 se
construirían cinco millones de viviendas que no
evitaban que a finales de los cincuenta siguiese
habiendo un déficit de 4,6 millones. Entre 1953 y
1960 el ritmo de construcción se mantuvo en las
500.000 al año (una vivienda por minuto).2 El
apoyo estatal se materializaría en las cooperati-
vas sindicales de alquiler. En Francia la guerra
había destruido más de 400.000 viviendas y había
producido daños de diferente consideración en
un millón más. Los ritmos de construcción se
situaban en 350.000 viviendas al año3, y entre
1945 y 1970 se construyen 6,1 millones de vivien-
das.4 En estos primeros años son notables los
esfuerzos masivos de reconstrucción y es el

1 BALCHIN, 1996, pág. 16.
2 MINISTERIO DE LA VIVIENDA, 1960.
3 MESMIN, 1967.
4 MINISTERIO DE LA VIVIENDA, 1971b.
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comienzo de las HLM (Habitation à Loyer Modé-
ré), tras una serie de graves conflictos sociales en
1954, con el Estado como primer promotor.5

No hay que olvidar que junto a los devasta-
dores efectos de la guerra, los desplazamientos
migratorios campo ciudad, inherentes a la intensi-
ficación de la industrialización y al crecimiento
urbano, incrementaban sin cesar la necesidad
insatisfecha de vivienda. Así, superada la posgue-
rra, la década de los sesenta estará marcada por
las construcciones sociales para dar alojamiento a
las ingentes masas de trabajadores emigrantes
atraídos por el contexto de fuerte crecimiento
económico e industrial. Mientras que la preocupa-
ción dominante inmediatamente después de la
guerra fue la construcción del mayor número de
viviendas lo más rápidamente posible, en los
sesenta fue tomando cuerpo la idea de consolidar
importantes parques residenciales. En Francia
durante el periodo 1955-1958 se inicia la cons-
trucción de los primeros Grand ensembles6 o
grandes conjuntos residenciales (calificados por
algunos autores como urbanismo mediocre)7 de
las periferias metropolitanas, con una importancia
decisiva del movimiento HLM.8 En el Reino Unido
buena parte de su parque municipal en alquiler se
promueve durante estos años. En Alemania estos
proyectos eran dirigidos por grandes asociacio-
nes públicas de vivienda, como la Neue Heimat.

En España, la historia presenta algunas pecu-
liaridades que habrán de tener consecuencias
importantes a lo largo del tiempo. A las necesida-
des de reconstrucción durante los años cuarenta y
cincuenta se sumaban las muchas carencias
arrastradas históricamente por un país que venía
padeciendo varios decenios de inestabilidad políti-
ca y de penuria económica. Hay que añadir tam-
bién un proceso de éxodo rural más intenso y unos
niveles de desarrollo mucho más bajos. La debili-
dad también del tejido empresarial y la ausencia de
urdimbre social fuera de los andamiajes del Régi-
men, reduce la actividad inmobiliaria casi exclusi-
vamente a la iniciativa de un Estado muy limitado
de recursos. Desde el principio, se apuesta por la
vivienda en propiedad: "El Estado asume la tarea
de multiplicar y hacer asequible a todos los espa-
ñoles las formas de propiedad ligadas vitalmente a
la persona humana, el hogar familiar,..." (Fuero del
Trabajo) y se focaliza todo el esfuerzo en la cons-
trucción de viviendas públicas. Antes del final de la
Guerra Civil se crea el Instituto Nacional de la
Vivienda y se promulga la Ley de Viviendas Prote-

gidas, con el objetivo de "...promover en gran
escala la construcción de viviendas que sirvan de
hogar a las clases humildes", para ello contará con
la colaboración de "...las Corporaciones Locales y
los Organismos del Movimiento". En 1944 la figura
de la Vivienda Protegida, destinada a las clases
"más necesitadas", se ve complementada con la
Vivienda Bonificable, que tiene como destinatarios
las "clases medias y la más elevada" con la que se
busca combatir el paro y la colaboración de las
empresas privadas. En 1954, la Ley de Viviendas
de Renta Limitada, que va a regir la construcción
de viviendas en España durante casi todo el perio-
do analizado, funde en una las dos anteriores,
denomina de forma más aséptica las viviendas
resultantes de los dos ejes de actuación: viviendas
del Grupo I (las Bonificables) y del Grupo II (las Pro-
tegidas). La Ley dice pretender organizar de forma
más compleja y participativa el proceso de cons-
trucción de viviendas, buscando la implicación de
las empresas constructoras, incluso los hogares, y
de las entidades financieras. En 1957 se incorpo-
raría la categoría de Vivienda Subvencionada, que
establece una subvención previa y a fondo perdido
igual para todas las viviendas con la intención de
"...orientar decisivamente la iniciativa privada hacia
la construcción de viviendas de superficies más
reducidas, con la posibilidad de que las clases
sociales más débiles económicamente tengan a su
alcance un número mayor de construcciones".9

Iniciado el proceso de desarrollo industrial y
de fuertes crecimientos urbanos, la construcción
de vivienda con ayudas públicas, siempre en pro-
piedad, se convertiría, sobre todo, en un comple-
mento necesario para las áreas industriales más
dinámicas. En 1961 se aprobó el Plan Nacional de
la Vivienda 1961-1976, con una duración y una
programación cuatrienal que trataba de acompa-
sarse con los Planes de Desarrollo. El Plan, al
amparo de la Ley de 1954, programó la construc-
ción de 3,7 millones de viviendas, clasificadas en
tres categorías según umbrales de superficie y
calidad constructiva.10

Desde el final de la Guerra hasta 1964 se
construyeron casi 1,2 millones de viviendas con
algún tipo de ayudas, de las que una tercera parte
fue construida directamente por los poderes
públicos. Pero si nos fijamos en las viviendas que
según la normativa tenían una finalidad social, la
proporción se acerca al 50%. Llama también la
atención la reducida participación (5%) de las
administraciones locales.

5 MINISTERIO DE LA VIVIENDA, 1969a.
6 MINISTERIO DE LA VIVIENDA, 1969a.
7 MESMIN, 1967.

8 REVISTA ESPAÑOLA DE FINANCIACIÓN DE LA VIVIEN-
DA, 1989, pág.16.

9 EDITORA NACIONAL, 1964, pág.65.
10 SALGADO, 1964.
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El papel excesivo de un Estado central y
autoritario, la penuria económica, la voluntad
política de convertir la propiedad de la vivienda
en un elemento de estabilidad social y política, el
sesgo segregador de los tipos de viviendas y la
ausencia de sensibilidad urbanística son algunos
de los rasgos diferenciadores que caracterizan
las actuaciones en materia de vivienda social en
España hasta la llegada de la democracia.

El periodo de recesión económica que
comienza con la crisis de la energía de 1973 y
que se extiende hasta principios de los ochenta,
dio lugar en los diferentes países considerados a
un proceso de retracción en las políticas de
vivienda. Las dificultades económicas hacen ver
que la política de vivienda, junto a otras de gas-
tos sociales, había llegado a suponer un coste
excesivo para las arcas estatales. Al ciclo de
regresión económica se une una lógica atonía en
el crecimiento urbano y de la demanda de vivien-
da, con una población estable o decreciente. Dis-
minuye la presión de la demanda y se focaliza la
atención hacia las necesidades de mantenimien-
to y reposición de los parques de viviendas ante-
riores, construidas en muchos casos con mate-
riales poco adecuados, de mala calidad y
claramente deficientes. Es lo que MacLennan11

denominó la "reinversión en el stock existente",
llámese modernización, renovación o rehabilita-
ción. En muchos países europeos las medidas de
reinversión absorbieron por lo menos la mitad del
total dedicado al gasto público en vivienda, ade-
más de producirse en momentos de serias res-
tricciones generales del gasto público. Esta
necesidad se haría especialmente patente en
España, por la mayor precariedad de medios con
que se había producido el desarrollo urbano. La
Operación de Barrios en Remodelación de
Madrid es un buen ejemplo de ello. También
comienzan los cambios en la estructura de los

hogares, así como una "toma de conciencia de
unas problemáticas de vivienda diversificadas,
desde el punto de vista social y territorial, respec-
to de las pautas más comunes y homogéneas
que se habían mantenido hasta entonces".12 Es
en España, como ocurre en otros aspectos,
donde los cambios sociodemográficos y los
cambios en las formas de convivencia comenza-
rán a producirse con un cierto retraso temporal
pero con mayor dinamismo. En Holanda la reno-
vación comenzaría durante el periodo 1970-75,
cuando las asociaciones y también algunos pro-
pietarios privados pudieron tener acceso a cierto
subsidios. En algunos momentos el volumen de
rehabilitación de vivienda doblaba el de nueva
construcción. Pasados estos momentos de auge
irían cobrando fuerza los de sustitución y trans-
formación, dados los elevados costes que supo-
nían los primeros.

Las actuaciones realizadas en los treinta
años anteriores y los cambios en el modelo eco-
nómico y de urbanización arrojan un panorama
de necesidades de vivienda casi cubiertas; inclu-
so, en el Reino Unido y en Holanda, el parque de
VS alberga a hogares con suficiente capacidad
de renta para solventar su necesidad de vivienda
en el mercado libre.13 La gestión de los enormes
parques inmobiliarios, compuestos por millones
de viviendas en alquiler, había llegado a alcanzar
dificultades de gestión difícilmente abordables.14

El problema de la vivienda en Francia no se plan-
tea en los mismos términos que al acabar la gue-
rra. Ahora la "crisis" sólo afecta a algunas regio-
nes, las más densamente pobladas.15 Todo ello,
de la mano de los planteamientos neoliberales
imperantes, invita a efectuar recortes y cambios
sustanciales en las políticas de vivienda. En Ale-
mania, a finales de los setenta, el ritmo de cons-
trucción de viviendas sociales se ralentiza hasta
las 100.000 viviendas/año.16

11 MACLENNAN, 1987.
12 TRILLA, 2001, pág. 51.
13 RODRÍGUEZ, 2002.

14 ORTIZ ÁLVAREZ, 1993.
15 MINISTERIO DE LA VIVIENDA, 1971b.
16 LEVENFELD, 1990, pág. 26.
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Tabla 1 Miles de viviendas construidas según modalidad de ayuda recibida y tipo de promotor en España
desde 1939 a 1964

RENTA LIMITADA
Bonificables Protegidas Grupo I Grupo II Subvencionadas Totales

Organismos Estatales 170 141 7 318
Ayuntamiento y Diputaciones 40 11 9 60
Diversos Promotores 210 64 153 63 298 788
Total 210 274 153 215 314 1.166

Fuente: EDITORA NACIONAL, 1964



Se inicia una nueva etapa, que se prolongará
durante los ochenta, caracterizada por el debilita-
miento de la intervención pública. En Irlanda y en el
Reino Unido, el gobierno Thatcher opta por el aban-
dono de la planificación y de la intervención estatal,
y ofrece en venta a bajo precio parte del patrimonio
municipal en alquiler (la Ley sobre el Alojamiento de
1980 introdujo la posibilidad de que los inquilinos
adquiriesen en propiedad su vivienda, siempre que
llevasen alojados más de dos años en la misma; lo
que se denominó como right to buy). En Francia la
gestión de la vivienda social pasa poco a poco a
manos privadas y se critican abiertamente los gran-
des conjuntos de HLM por su elevada densidad. En
Alemania se cambia la legislación de cooperativas,
prohibiendo las que asocian las aportaciones per-
sonales del constructor (bien en metálico, bien por
el trabajo administrativo o los estudios técnicos pre-
vios) en la promoción pública de viviendas, tras el
crack de las cooperativas sindicales. A pesar de
todo, se sigue afirmando a finales de los ochenta
que todavía faltan unos dos millones de viviendas
("nueva necesidad de vivienda")17, cuando el ritmo
de construcción de VS había descendido hasta las
40.000 anuales (un tercio del total). En Holanda, la
Reforma Heerma de 1990 reconoce textualmente
entre sus objetivos el fomentar la privatización de
las viviendas sociales.

La tendencia general en Europa viene marcada
por la retirada de los fondos de apoyo a la vivienda.
Las ayudas se centran en la persona y se mira más
hacia la construcción privada. Los efectos se mani-
festarán en un descenso progresivo de la produc-
ción de VS. En el Reino Unido se reduce en más de
la mitad la ayuda estatal a la financiación de vivien-
das, y se produce un fuerte endeudamiento de las
familias como consecuencia de la desregulación
urbanística-fiscal y la subida de precios. En los paí-
ses del norte de Europa, esta tendencia se ve frena-
da por un intenso movimiento vecinal, que tiene cla-
ramente arraigado en sus esencias el derecho al
alojamiento.

El esfuerzo de cada Estado, en términos de
proporción sobre el PIB, es un buen indicador que
sintetiza la voluntad política. En términos netos,
impuestos incluidos, el presupuesto para VS en
1990 en Holanda equivale al 2,8% del PIB, en Fran-
cia al 1,86% y al 1,5% en Alemania. El valor más ele-
vado corresponde a Dinamarca con un 3,5% mien-
tras que la ayuda a vivienda social en España es del
0,6% del PIB. La tabla 2 muestra la complejidad y
diversidad de las ayudas públicas en Francia.

La liberalización y el progresivo abandono de
las acciones públicas (vivienda, suelo, promoción
y/o gestión) tradicionalmente empleadas para inten-
tar ejercer control sobre el mercado, obliga a que la
vivienda-alojamiento tenga que competir con la
vivienda-inversión18, lo que provoca fuertes alzas
de los precios de la vivienda en las grandes ciuda-
des europeas que inevitablemente produce un
recrudecimiento del problema de la vivienda, focali-
zado sobre todo en los jóvenes y en los hogares con
ingresos más reducidos.19

A pesar de una cierta cronología común de las
políticas de vivienda de los diferentes países, pue-
den apreciarse trayectorias diferenciables por sus
planteamientos políticos, por los instrumentos
legislativos utilizados, por los planes y programas o
por los agentes que han intervenido en la imple-
mentación de sus políticas.20 Hay que tener en
cuenta en todo caso que la complejidad de los con-
ceptos de hogar y de vivienda reduce y limita las
posibilidades de hacer comparaciones, especial-
mente cuando se trata de realizar un estudio diacró-
nico. Por ejemplo, el concepto de hogar que, en su
actual acepción en España, constituye la unidad de
demanda y, por tanto, el objeto de la política de
vivienda, no es idéntico en los distintos países y ha
cambiado sustancialmente a lo largo del tiempo.

17 BELLINGER, 1992, pág. 121. 18 JUSTO; VELÁZQUEZ, 1991.
19 LEAL, 1992.
20 TRILLA, 2001, pág. 8.
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Tabla 2 Evolución de las ayudas públicas a la vivienda
en Francia. (En miles de millones de francos
corrientes)

1980 1991
FF % FF %

1. Ayudas presupuestarias directas 20,0 38,3 30,8 24,3
• Ayudas a la construcción
• Primas al ahorro-vivienda
• Desgravación fiscal

2. Ayudas personal 12,5 24,0 53,5 42,3
• Ayuda personal a la vivienda
• Asignación viviendas familiares
• Gastos de gestión

3. 1% de vivienda 5,0 9,6 7,0 5,5

4. Gastos fiscales 14,6 28,1 35,3 27,9
• Reducción impuestos compradores
• Gastos fiscales arrendadores
• Desgravación fiscal ahorro vivienda
• Desgravación fiscal libretas A
• Desgravación fiscal
• Gastos fiscales varios

Gastos totales en vivienda 52,1 100 126,6 100

En proporción del PIB 1,86% 1,86%

Fuente: TAFFIN, 1992



APROXIMACIÓN CONCEPTUAL
Por políticas de VS se entiende habitualmente un
conjunto de medidas arbitradas por los entes públi-
cos, basadas en un plan o programa con el fin pri-
mordial de resolver o paliar las dificultades que
encuentran ciertos segmentos de la población para
satisfacer sus necesidades de alojamiento.21 Inclu-
yen todas aquellas actuaciones de los destinatarios
o de los promotores de vivienda que puedan ser
objeto de ayudas o subvenciones, tales como la
promoción, la construcción, la rehabilitación de
áreas, edificios o viviendas, o la provisión y urbani-
zación de suelo, así como la adquisición o el alqui-
ler.22 Normalmente, las políticas de vivienda se ins-
trumentan a partir de planes o conjuntos de
medidas, dirigidas a favorecer el acceso a la vivien-
da, que establecen los requisitos que han de cum-
plir los beneficiarios de las ayudas (renta, edad,...),
las características de las viviendas (precios máxi-
mos, superficies...) y los tipos de ayudas.

El Comité Permanente Internacional para el
Hábitat Social definió las viviendas sociales como
aquellas que, respondiendo a unos mínimos de
salubridad, confort y equipamiento, están destina-
das, ya en alquiler, ya en régimen de acceso a la
propiedad, a las personas y familias cuyos recursos
no son suficientes para permitirles procurarse por si
mismas una vivienda de calidad adecuada, a un
tipo de rentabilidad comercial normal, es decir, sin
la ayuda directa o indirecta, en cualquier forma que
sea, de una colectividad pública o de instituciones
sociales.23

Bajo la idea de vivienda protegida o social se
encuentra una realidad diversa, máxime cuando,
como en este caso, lo que se pretende es un aná-
lisis comparativo de distintos países europeos a lo
largo de periodos históricos claramente diferencia-
dos. Es una diversidad que se manifiesta en dife-
rencias que abarcan desde las definiciones de los
conceptos básicos (vivienda, hogar, VS, beneficia-
rio de VS, etc.) a las fórmulas de financiación (ayu-
das bancarias, mercado hipotecario, fondos, enti-
dades públicas privadas o mixtas, etc.), los
agentes que intervienen en la promoción de la VS
(organismos públicos de todas las escalas, socie-
dades privadas, cooperativas, asociaciones, enti-
dades sin ánimo de lucro, etc.), o los regímenes de
cesión (venta, alquiler...).

Parece oportuno comenzar por intentar desta-
car las similitudes y diferencias fundamentales con
respecto a algunos de los conceptos básicos. Las
definiciones más al uso de vivienda y de hogar, en

España y en los tres países con los que se estable-
ce la comparación, no muestran aparentemente
diferencias sustanciales, pero ocultan matices,
especialmente en la evolución que se ha ido produ-
ciendo a lo largo del tiempo, que llevados a la con-
creción de algunas estadísticas pueden proporcio-
nar reflejos distorsionados de la realidad. Es
también relevante el hecho de que en España sea
mucho menor la información estadística sobre
ambas unidades. Tanto las viviendas como los
hogares solo son censadas cada diez años, y la
información resultante presenta importantes debili-
dades en cuanto a concreción, actualización y fiabi-
lidad. El acierto en el enfoque de la política de VS
pasa necesariamente por un conocimiento suficien-
temente detallado de la realidad de la dinámica de
hogares y del parque inmobiliario. Parece razonable
que los primeros objetivos de cualquier plan o pro-
grama de vivienda sean averiguar cuantas viviendas
es necesario construir, dónde, cómo y con que
medios.24

En Francia (además de los censos de pobla-
ción) se realiza la "Encuesta de alojamiento"
(Enquête Logement) con una periodicidad de cuatro
o cinco años y mediante entrevistas directas abar-
cando la totalidad del país. En Alemania se realiza
un censo de edificios (tamaño, año de construcción,
etc.) y viviendas (tamaño, equipamiento y precio)
cada cuatro años. En Holanda se realizan encuestas
sobre necesidades de vivienda (Housing Demand
Survey) sobre una muestra de 80.000 hogares cada
cuatro años, y sobre condiciones de vivienda (Hou-
sing Condition Survey) sobre una muestra de
15.000 viviendas con una periodicidad irregular.

La idea de vivienda social o protegida puede
responder a distintos criterios de adscripción. Qui-
zás el más común es el que exige la vinculación a
algún tipo de regulación legal, encuadrada dentro
de planes de vivienda de alguna administración
pública. La regulación está sobre todo dirigida a
establecer regímenes de cesión, las subvenciones y
los precios, pero puede hacer también referencia a
características constructivas. También puede ocu-
rrir que su promoción y gestión correspondan a
entidades de carácter público, privado o mixto.25

El Instituto Nacional de Vivienda (INV) definía
en 1947 las viviendas protegidas como "aquellas
que siendo de renta reducida y estando incluidas en
los planes generales formulados por el INV, se cons-
truyan con arreglo a proyectos que hubiesen sido
redactados o aprobados por éste, por reunir las
condiciones higiénicas, técnicas y económicas".26

21 BOMMER, 1970.
22 GARCÍA; ZARAPUZ, 2005.
23 MINISTERIO DE LA VIVIENDA, 1969.

24 BOMMER, 1970.
25 BOVERKET, 2005, pág. 2.
26 INSTITUTO NACIONAL DE LA VIVIENDA, 1947.
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Podría decirse que la presencia pública en
apoyo de los grupos de demanda con menor
capacidad de renta, se justifica en la búsqueda
del efecto subsidiario. Así, sobre la VS en alquiler
se ha dicho: "Pretende garantizar, a través de
gestores específicos o convencionales, la pro-
ducción de una oferta de viviendas de alquiler
complementaria a la oferta disponible en el mer-
cado. La Administración se hace cargo de una
parte del precio del alquiler, con el objeto de tener
peso específico en el equilibrio global del merca-
do de viviendas de alquiler y permitir el acceso a
la vivienda a determinados segmentos de la
demanda".27 La Unión Europea, en el marco de la
II Conferencia sobre los Asentamientos Humanos
Hábitat II, celebrada en Estambul en 1996 bajo el
lema "Una vivienda adecuada para todos",
defiende el principio de subsidiariedad para hacer
frente a los problemas de vivienda en el ámbito
de las administraciones más cercanas.

Los destinatarios de las viviendas sociales
no responden a un único perfil. Se incluyen desde
los colectivos que se encuentran fuera del siste-
ma o población marginal y, por tanto, muy mino-
ritaria, a los grupos de demanda que encuentran
dificultades más o menos severas para acceder a
una vivienda digna y adecuada a través de sus
propios medios. En este sentido, a finales del
periodo en Francia se observaba como las vivien-
das HLM estaban ocupadas principalmente por
familias con recursos medios, mientras que el
antiguo parque privado de arrendamiento acogía
en gran parte a las familias modestas.28 Por su
parte, en Alemania, donde el predominio del
alquiler privado era manifiesto, vivían sobre todo
pequeñas familias; el 80% de los hogares uniper-
sonales estaban en régimen de arrendamiento.29

La intervención pública se manifiesta básica-
mente a través del apoyo financiero público. En
términos generales se puede hablar de ayudas a
la piedra y ayudas a la persona. Las primeras
suponen sufragar con fondos públicos, parcial o
totalmente, la construcción de las viviendas. Son,
por tanto, ayudas que incentivan indirectamente
la actividad del sector de la construcción.30 Sin
embargo, en las segundas, la financiación va
directamente dirigida a los hogares como pago
de una parte del coste de su vivienda, bien sea
del alquiler o de los reembolsos de los préstamos
hipotecarios.31 Las primeras suelen suponer un
mayor esfuerzo inversor y de gestión. Las segun-
das, estrictamente no exigen que la vivienda,

cuyo disfrute se apoya, haya de ser objeto de nin-
guna intervención constructiva. Por último, tam-
bién se puede hablar de ayudas fiscales, conside-
rando todas las bonificaciones y exoneraciones
de carácter público en la imposición directa sobre
las personas físicas, que tienen como motivación
el uso de una vivienda, sea en propiedad o en
alquiler. Como viene siendo tradicional en el caso
de España, es posible combinar ambos tipos de
ayudas. Por ejemplo, en 1990 Francia poseía uno
de los sistemas de ayuda a la vivienda más com-
plejos, donde coexistían ayudas directas a la per-
sona y a la piedra, tanto para el acceso a la
vivienda en régimen de propiedad o de alquiler,
con estímulos fiscales y con la intervención en el
sistema de financiación a través del poderoso
instrumento del ahorro-vivienda.32 Por su parte,
Alemania contaba en la misma fecha con simila-
res ayudas: a) Ayudas a la piedra, constreñidas a
la construcción o adquisición de nuevas vivien-
das sociales, con una superficie de entre 90 y 120
m2. La ayuda se compone de préstamos a muy
bajo interés (1%), subvenciones al préstamo
hipotecario o subvenciones reembolsables con
interés diferido. b) Ayudas a la persona, bien
como subvenciones para aliviar la carga familiar
por alquiler o devolución de préstamos, bien
como apoyo al ahorro-vivienda. c) Por último,
ayudas fiscales a los propietarios-ocupantes y a
los arrendadores.

La promoción de la VS como criterio de cla-
sificación obliga también a contemplar un pano-
rama diverso. La producción de las viviendas
incluye varias fases (urbanización, promoción,
construcción y gestión) que pueden ser acometi-
das por entidades públicas, privadas o mixtas en
intervenciones que abarquen el ciclo de produc-
ción completo o sólo algunas de sus fases. En
Francia, por ejemplo, la VS depende esencial-
mente de las competencias del Estado, que defi-
ne el marco de la reglamentación nacional (nor-
mativa, financiación y ayudas públicas, política
de arrendamientos, etc.). El Estado no es directa-
mente propietario de vivienda de alquiler, y las
colectividades locales administran muy pocas
viviendas.33 La vivienda social en Francia está
ligada a varios organismos, previamente acredita-
dos por el Estado. A finales de los ochenta los
órganos que gestionan las viviendas sociales en
alquiler a precio moderado o reducido (HLM) son
unas 280 Oficinas Públicas de HLM, creadas por
la iniciativa local (departamentos y comunas); las

27 GHEKIERE; JACKSON, 1998.
28 DURIF, 1989, pág. 59.
29 HAMM, 1989, pág. 83.
30 LEVENFELD, 1990, pág. 26.

31 ORTIZ ÁLVAREZ, 1993. TRILLA, 2001.
32 GHEKIERE, 1991, pág. 7.
33 DURIF, 1989, pág. 58.

44 Marco normativo y organizativo



Oficinas Públicas de Urbanización y Construc-
ción (OPAC), que son organismos autónomos de
carácter administrativo con normas propias para
su organización interna; unas 350 Sociedades
Anónimas de HLM (SA d´HLM) propietarias de la
mayor parte del patrimonio social;34 unas 40 Fun-
daciones, Sociedades Cooperativas de HLM;
Sociedades Anónimas de Crédito Inmobiliario
(SACI) y cerca de 250 Sociedades de Economía
Mixta (SEM), apoyadas en la legislación HLM y de
sociedades anónimas, el derecho privado y la
legislación bancaria, con ánimo de lucro limita-
do.35 Los organismos sociales propietarios tienen
la obligación legal de ocuparse de la construc-
ción, la rehabilitación y la gestión del arrenda-
miento.

En Alemania hay ayudas públicas al alquiler y
a las viviendas en compraventa. La promoción de
viviendas se basa en la Segunda Ley de Vivienda
y Construcción (II WoBauG), aprobada en 1956
(AVS, 1998) que obliga al Gobierno Federal
(Bund), a los Estados (Länder), a los Municipios y
a las mancomunidades de municipios (Gemeinde-
verbände), con competencias repartidas. En
materia de VS, la promoción y financiación de la
construcción recae en los Länder.36 La promoción
se guía por los siguientes principios: los costes de
construcción de nuevas viviendas se reducen
mediante la concesión de préstamos o subvencio-
nes; las viviendas sociales se adjudican a los gru-
pos de población con ingresos por debajo de la
media. No hay posibilidad de desahucio porque
mejoren las condiciones económicas de los adju-
dicatarios, pero se imponen gravámenes.37

En Holanda, a lo largo de todo el siglo XX, las
instituciones de vivienda social (Woningcorpora-
ties o Housing association) son asociaciones o
fundaciones reconocidas por la Administración
dedicadas a la construcción y explotación de
viviendas sociales. Se encargan de ejecutar la
política de vivienda establecida por el Gobierno
Central, que les transfiere subvenciones y présta-
mos a costa de una interferencia muy directa en
la vivienda.38 Son las propietarias de las viviendas
sociales. Representaban a finales de los ochenta
el 31% del mercado (en clara progresión). Por
tanto, la VS no está en manos públicas directa-
mente sino en estas asociaciones que mantienen
la propiedad. A partir de entonces, las institucio-
nes se han liberalizado y descentralizado, devi-
niendo en organizaciones autónomas sin relación
directa con el Gobierno.39

En España, además de la actividad pública
estatal y, más recientemente, regional, hay empre-
sas públicas en la escala regional y local que, en
un número inferior a cincuenta, construyen princi-
palmente viviendas destinadas a hogares con muy
bajos ingresos. La mayor o menor participación
de los promotores privados viene determinada por
la evolución del mercado libre. En los periodos
alcistas la vivienda de protección queda casi
exclusivamente supeditada a la acción subsidiaria
de los promotores públicos.

En Francia, las viviendas de alquiler social
pueden ser propiedad de los organismos de
vivienda HLM (un 89% del parque en 1990), pero
también existen otras viviendas de alquiler social
(beneficiadas de subsidios estatales) propiedad
de Sociedades de Economía Mixta (SEM) o de la
Société Centrale Immobilière de la Caisse des
Dépôts et Consignation (CDC), aunque ésta última
no se rige por los estatutos de las HLM, además
de las viviendas construidas por filiales de los
recaudadores del "1% patronal", que reciben el
producto de la obligación de las empresas no
agrícolas con más de diez asalariados de entregar
un cierto porcentaje de su masa salarial para su
posterior utilización en la concesión de préstamos
a organismos sociales o a las personas que des-

34 DURIF, 1989, pág. 63.
35 AVS, 1998.
36 BELLINGER, 1992, pág. 126.

37 HAMM, 1989, pág. 86.
38 MIDDAG, 1989, pág. 88.
39 AVS, 1998.
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Tabla 3 Composición del parque de alquiler social
en Francia en 1990

Propietario Miles de viviendas Tantos por ciento
Organismos HLM 3.264,5 89,2
• Oficinas y OPAC 1.855,0 50,7
• Sociedades anónimas 1.405,0 38,4
• Cooperativas 4,5 0

Otras instituciones 397,0 10,8

Total 3.661,5 100,0

Fuente: GHEKIERE, 1991

Tabla 4 Composición del parque de alquiler social
en Holanda en 1947 y 1981 (miles de viviendas)

1947 1981
Administraciones locales 69 2,9% 407 5,9%
Entidades de vivienda 196 8,2% 1.511 22,0%
Otros 1.852 77,7% 3.023 44,1%
Sin ánimo de lucro 265 11,1% 1.918 28,0%
Total 2.382 100,0% 6.859 100,0%

Fuente: PRIEMUS, 1991



een adquirir una vivienda.40 Las viviendas de
alquiler social se asignan directamente a través de
los organismos HLM a las familias cuyos ingresos
no superen un límite establecido por el Estado.

En Holanda, las viviendas construidas y
explotadas por las Housing association o por las
entidades locales constituyen el sector de las
viviendas oficiales o viviendas sociales. El millón
largo de viviendas construidas desde el final de la
guerra hasta mediados de los 60, en un 90%
levantadas con subvención estatal, son gestiona-
das y mantenidas por dichos organismos. Junto a
éstas, también los departamentos municipales de
vivienda gestionan aproximadamente un 8% del
mercado (en clara regresión). Además, junto a las
anteriores también hay otras instituciones sin
ánimo de lucro (en su mayoría fundaciones) que
explotan viviendas adaptadas a determinados
colectivos como ancianos, estudiantes y parejas
jóvenes. Aparte de estos, se encuentra el sector
privado, con un sistema propio de subvencio-
nes.41

En España la VS en alquiler ha brillado por su
ausencia, puede decirse que la poca que existe
queda dentro del ámbito exclusivamente público
y está dirigido a los grupos sociales con situacio-
nes económicas y sociales extremas. Sólo en los
últimos años comienzan a aparecer promociones
públicas de vivienda en alquiler dirigidas general-
mente a jóvenes y con un cierto carácter de solu-
ción provisional.

POLÍTICA DE LA VIVIENDA EN RELACIÓN A
LOS CAMBIOS DEMOGRÁFICOS Y
POLÍTICOS
Reconocida la vivienda como un derecho básico
de los ciudadanos, se hace evidente la obligación
de los poderes públicos de implementar las
actuaciones necesarias para garantizar dicho
derecho y para paliar los efectos negativos de
exclusión y conflictividad social que de su insatis-
facción se derivan. El conjunto de actuaciones
públicas en materia de vivienda pueden también
considerarse concordantes con la idea del Esta-
do del bienestar, en la medida en que configura
las redes básicas de seguridad de las sociedades
modernas según cuatro pilares fundamentales
(vivienda, educación, sanidad y pensiones).

Así, solventadas las primeras fases de pos-
guerra y de fuerte urbanización, de urgentes y
masivas necesidades, los estados han sido más
intervencionistas y se han implicado más desde

el punto de vista financiero cuanto más intensa ha
sido la voluntad de implantar el Estado del bien-
estar; por el contrario, su desactivación en las
dos últimas décadas ha hecho perder fuelle a las
políticas de vivienda. Alemania, Francia y Holan-
da que forman parte del grupo de países con
mayor implantación del Estado del bienestar, per-
tenecen a un modelo en el que la carga del bien-
estar se reparte entre el sector público y los mer-
cados libres, con los que se establecen pactos
para que contribuyan como proveedores de bien-
estar. En relación con la vivienda, son países con
una importante presencia de agentes mixtos y
con el predominio del alquiler, público y privado.
En los países como España, con un modelo de
Estado del bienestar menos desarrollado, la inter-
vención es menor, fundamentalmente pública y
dirigida a la población con rentas más bajas,
absorbiendo la construcción la mayor parte de las
ayudas.42

Como ya se ha visto, a lo largo del tiempo la
intensidad de las intervenciones ha estado muy
condicionada por la evolución demográfica de la
demanda (en sus componentes de evolución
natural y, sobre todo, migratorio) y en la coyuntu-
ra económica, que afecta tanto a la disponibilidad
de recursos por parte del Estado como a la capa-
cidad de renta de los hogares. Además de las cir-
cunstancias que pueden incidir en la intensidad y
en necesidades específicas, las políticas de
vivienda son básicamente diferenciables en fun-
ción de algunos rasgos básicos: a) los recursos
públicos pueden destinarse prioritariamente a la
construcción de viviendas, bien en promoción
directa o con participación de agentes privados
(políticas de "ayudas a la piedra") o las ayudas se
destinan directamente a los hogares, mediante
subvenciones para el pago del alquiler o de parte
del coste financiero de la compra (políticas de
"ayudas a las personas"); b) son también clara-
mente diferenciadores los planteamientos políti-
cos en razón de que apoyen más el régimen de
cesión en propiedad o en alquiler; y c) el papel de
los agentes públicos y privados en la promoción
y gestión de la actuaciones pueden marcar tam-
bién diferencias relevantes en el planteamiento de
las políticas de vivienda.43

Los comienzos, marcados por las perento-
rias necesidades de reparación y sustitución del
parque de vivienda y, posteriormente, por las
también masivas necesidades derivadas del cre-
cimiento de las grandes ciudades, obliga a una

40 DURIF, 1989, pág. 58.
41 MIDDAG, 1989, PÁG. 89.

42 TRILLA, 2001, PÁG. 69. JUSTO; VELÁZQUEZ, 1991.
43 JUSTO; VELÁZQUEZ, 1991.
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intensa actividad constructora. El cambio de
modelo económico y de desarrollo urbano que se
produce durante los años setenta incide también
en el planteamiento de las políticas de vivienda.

En Francia se frenan los programas de cons-
trucción de vivienda de alquiler social y de reha-
bilitación de los parques. Los fondos estatales se
desplazan hacia el sector de la propiedad
mediante ayudas públicas para la construcción
de viviendas individuales en régimen de propie-
dad. Se trata de hacer de Francia un país de pro-
pietarios (Giscard d'Éstaing). En 1973 se funda el
grupo de reflexión Habitat et Vie Sociale (HVS)
considerado como el punto de partida de las polí-
ticas nacionales de desarrollo urbano-social. En
1977 se produce el lanzamiento del Primer "Plan
Banlieue" por el entonces Secretario de Estadio
de Vivienda, Jacques Barrot. Supone redirigir las
ayudas a la piedra hacia la persona, promueve el
ahorro-vivienda y propone también ayudas para
la promoción del alquiler por el sector semi-públi-
co. Por una parte, se entiende que la demanda de
alojamiento estaba suficientemente cubierta con
la oferta producida por la política de construcción
de vivienda durante las décadas anteriores y, por
otra, los efectos de la crisis del petróleo habían
llevado al Estado a marcar como objetivo priorita-
rio el apoyo a las inversiones productivas. Estas
reformas producen la ralentización en los ritmos
de construcción (el número de viviendas construi-
das se reduce a la mitad) y una clara focalización
de ayudas hacia las clases bajas y la desatención
de las clases medias.

Desaparecida la urgencia de la fuerte
demanda de vivienda y superada la crisis de los
setenta, en los años 80 las políticas francesas de
vivienda se focalizaron en las mejoras cualitativas
y en la renovación urbana atendiendo a criterios
de mejora social.44 En 1986 se liberalizan los
alquileres del sector libre mediante la Ley
Méhaigneire (establece el principio de libertad del
propietario para fijar el precio del contrato de
arrendamiento), que sería suavizada y corregida
tras las protestas urbanas45. El proceso de con-
tracción de la intervención pública continuará
durante los 90 con el claro objetivo de focalizar al
máximo las ayudas públicas, revisando meticulo-
samente las rentas de los beneficiarios y fomen-
tando la política de acceso a la propiedad con
préstamos al 0% destinados a aquellas familias
con un nivel de ingresos por encima de los valo-

res establecidos para beneficiarios de viviendas
sociales.

En Alemania el proceso viene marcado igual-
mente por el calendario de la posguerra y la recu-
peración económica. El fortísimo esfuerzo cons-
tructor de los años cincuenta y sesenta, dirigido a
remediar la situación de grandes déficit, "es visto
también como factor de generación de riqueza y
de integración social".46 En los setenta Alemania,
con unos buenos indicadores macroeconómicos,
seguía sin embargo presentando un importante
déficit de viviendas de renta barata en los núcle-
os urbanos, con un cálculo estimado de 800.000
hogares que carecían de vivienda además de un
millón de viviendas abocadas a la demolición, lo
que sin duda obliga a reconocer la permanencia
del problema de la vivienda.47 Tras la Reforma de
1978 se equipara en términos de protección la
vivienda usada a la nueva, se rebajan drástica-
mente las subvenciones y se da prioridad a la
financiación de la promoción para alquiler frente a
la destinada a la venta.48

Durante los ochenta los programas de
vivienda dejan de hablar de inmigrantes y "traba-
jadores visitantes" para centrarse en los refugia-
dos y exiliados tras la unificación con la ex-RDA,
diseñando una política de ayudas personalizada.
Como la construcción no satisface la nueva
demanda, los esfuerzos se concentran cada vez
más en renovar y ampliar el parque existente de
viviendas en la Alemania Occidental. En la parte
oriental, la situación era totalmente distinta. Más
del 40% de las viviendas fueron construidas
antes de 1919 y se estima que un millón de
viviendas (de las deficitarias 7 millones de vivien-
das existentes) tendrán que ser derribadas,
especialmente en los barrios antiguos de las
grandes ciudades como Berlín Centro, Dresden o
Leipzig.49

No es muy diferente la evolución registrada
en Holanda: se dan planteamientos parecidos
durante las primeras décadas y, ya en los últimos
años del periodo analizado, un cierta moderación
del gasto público mediante reducciones en los
programas de nueva construcción en alquiler y la
reforma en el sistema de fijación de los alquileres,
que básicamente supone un aumento de la cuota
a pagar por los inquilinos y una disminución de la
aportación pública. Los Países Bajos, al igual que
otros muchos países europeos, se incorporan a la
tendencia de ir creando las condiciones para una

44 PEDALLIER, 2006.
45 En España el conocido como Decreto Boyer (Decreto

2/1985) también venía a intentar liberalizar un mercado de
alquiler excesivamente constreñido por la regulación de las
actualizaciones de precios y la duración de los contratos.

46 MINISTERIO DE LA VIVIENDA, 1960, 1971b y 1974.
47 MINISTERIO DE LA VIVIENDA, 1971b.
48 JUSTO; VELÁZQUEZ, 1991.
49 BELLINGER, 1992, pág. 121.
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mayor participación de la inversión privada en el
alojamiento masivo, después de años de predo-
minio del sector público. De hecho, entre 1970 y
1980 disminuye en un 12% la proporción de
viviendas en alquiler.50 Tal y como apunta Mid-
dag,51 aunque la Constitución encomienda al
Estado la dotación de viviendas, la Administra-
ción tiende a "regular" menos el sector para ir
dejándolo "en manos del mercado".

En España, durante las primeras décadas,
los recursos públicos se destinan a la construc-
ción de viviendas que son cedidas en régimen de
propiedad y sin unos criterios sociales claros. Las
declaraciones políticas y programáticas defien-
den básicamente garantizar una vivienda en pro-
piedad para cada familia y favorecer la genera-
ción del empleo a través de la construcción. Se
harán viviendas más pequeñas y de peor calidad
para los que pueden pagar menos, y más gran-
des y mejores para quienes pueden pagarlas. En
1976, superadas las urgencias de los grandes flu-
jos de demanda insatisfecha, se intenta por pri-
mera vez un cambio de política dirigiendo las
ayudas hacia las personas. La Ley de Viviendas
Sociales fracasaría por la falta de apoyo de la
financiación privada, pero abriría una nueva etapa
al establecer criterios para la participación de los
agentes privados y, sobre todo, desarrolla la nor-
mativa relativa a la adjudicación de las ayudas y a
las características constructivas de las viviendas.

El proceso de desregulación que caracteri-
zará a los años noventa remite necesariamente a
una mayor presencia de la intervención privada
en la VS. También es característica de estos años
la solicitud de implicación que realizan los gobier-
nos centrales hacia las organizaciones con voca-
ción social, sean comunidades de futuros propie-
tarios u otros grupos sin afán de lucro, poniendo
a su disposición fórmulas financieras y subven-
ciones públicas.

Por lo que se refiere a los regímenes de
cesión utilizados, puede decirse que en general, a
lo largo del tiempo, se ha buscado una cierta
complementariedad entre la propiedad y el alqui-
ler social. En Francia, a finales de los ochenta,
existen habilitadas varias fórmulas: a) ayudas a la
piedra (préstamos para el acceso a la propiedad
–PAP–, préstamos auxiliados para arrendamiento
–PLA– y ayudas específicas a la mejora del hábi-
tat); b) ayudas a la persona (ayuda personalizada
a la vivienda –APL–; subvenciones periódicas al

alquiler o a la propiedad –ALF–; asignaciones
sociales al alojamiento –ALS– y apoyo al ahorro-
vivienda); c) ayudas fiscales tanto para la propie-
dad como para el alquiler. En todos los casos, los
encargados de la financiación son entidades
públicas (a diferencia de los bancos hipotecarios
y cajas de ahorro alemanas) como la Caja de
Depósitos y Consignaciones (para el sector en
alquiler) o semipúblicos como CFF (para el acce-
so a la propiedad).52

En Holanda y Alemania ha sido mayor la pro-
pensión al alquiler, en éste último sobre todo del
sector libre. En 1988 de las 15 millones de vivien-
das en alquiler, casi 10 eran propiedad de particu-
lares, mientras que 5 millones estaban en manos
de empresas. De éstas, 3,4 millones estaban en
manos de empresas de utilidad pública, de las
que 2,4 millones eran viviendas sociales de alqui-
leres reducidos.53

Aunque se mantienen importantes propor-
ciones de alquiler, desde finales de los setenta las
políticas de vivienda de la mayor parte de los paí-
ses europeos han ido evolucionando hacia la pro-
piedad. Para el conjunto de Europa, la proporción
de hogares propietarios de su vivienda ha pasado
de valores entre el 40 y el 50% en 1960 a estar
por encima del 65% en 1990.54 En el Reino
Unido, pionero en este proceso, se ha pasado del
10% de hogares en régimen de propiedad en
1914 al 65% en 1986. En Alemania en 1989 la
proporción de hogares en alquiler era del 58%
(una quinta parte social), solo tres puntos por
debajo de los valores de mediados de los seten-
ta, siendo además ésta la forma habitual de ocu-
pación en las grandes ciudades (un 89% en Ber-
lín). Es el país que en mayor grado ha limitado su
intervención pública en la construcción de vivien-
das de alquiler, que recae sobre la empresa priva-
da (con las cotas más altas de Europa) que reper-
cute en la renta los costes reales de explotación
sin gravamen para el erario público.55 A diferencia
de lo que ocurre en España, los precios de alqui-
ler privado son fijados de acuerdo a la ley de la
oferta y la demanda, aumentando según el coste
de la vida.56 Este ajuste de los alquileres ha sido
socialmente posible debido a la instauración de
un régimen derogatorio y temporal de Wohngeld
(ayudas para la vivienda en Alemania).57

En Francia una tercera parte del parque está
en alquiler (37%) y casi la mitad corresponden a
alquiler social (45% social). Por el contrario, a

50 REVISTA ESPAÑOLA DE FINANCIACIÓN DE LA VIVIENDA,
1989, pág. 21.

51 MIDDAG, 1989.
52 TAFFIN, 1992, pág. 83.
53 HAMM, 1989, pág. 81. LEVENFELD, 1990, pág. 26.

54 LEAL, 1992.
55 REVISTA ESPAÑOLA DE FINANCIACIÓN DE LA VIVIENDA,
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56 ORTIZ ÁLVAREZ, 1993, pág. 50.
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finales del periodo, la proporción de familias pro-
pietarias de viviendas había subido hasta el 54%
mientras que en 1955 estaba en el 36%, es decir,
casi 20 puntos en 30 años.58 La regulación, en
materia de alquiler, se mueve a finales del perio-
do entre una liberalización creciente de los arren-
damientos privados y el fortalecimiento del sector
público, estimulando la construcción o mejora del
patrimonio en arrendamiento con subvenciones o
préstamos bonificados.59 Durante el quinquenio
1970-85 el aumento del la vivienda en propiedad
tiene un importante desarrollo. Junto al deseo de
poseer una vivienda individual, fuera de los gran-
des conjuntos de viviendas alquiladas, hay que
sumar la creación de instrumentos de financia-
ción (ahorro vivienda y mercado hipotecario).60

En Holanda, a finales del periodo, los hoga-
res en alquiler representan el 55% y más de tres
cuartas partes corresponden a alquiler social. Se
trata de un parque inmobiliario relativamente
joven, con unas necesidades en aumento dados
los cambios que se están produciendo en el seno
familiar así como la tendencia a la reducción del
número de miembros en el hogar.61

INSTRUMENTOS LEGISLATIVOS
A lo largo de los cuarenta y cinco años observa-
dos se han ido sucediendo normas legales con
las que en cada caso se intenta intervenir sobre
diferentes pautas de comportamiento del merca-
do o dotar de base jurídica suficiente las posterio-
res acciones de los poderes públicos.

En 1948 se promulga en Francia una ley con
el objeto de regular el incremento del precio de
los alquileres. Se pretende acomodarlos a la renta
de los inquilinos, queriendo con ello parar el
excesivo encarecimiento derivado de la escasez.
La congelación de los alquileres no vino acompa-
ñada con compensaciones a los propietarios, y
estos frenaron la inversión necesaria para el man-
tenimiento y la mejora de la calidad de las vivien-
das con el consecuente deterioro del parque. En
1949 se promulga una ley para la construcción de
vivienda de precio moderado (HLM), con el obje-
tivo de garantizar el derecho a una vivienda digna.
Son viviendas en alquiler pero, desde el principio,
la necesidad de elevar los precios del alquiler
para conseguir los recursos necesarios para la
construcción de nuevas viviendas derivaron en
conflictos sociales al quedar excluidas de estas
viviendas aquellas personas con menores niveles

de renta. La Ley de 15 de abril de 1953, todavía
en el contexto de la reconstrucción, persigue faci-
litar la obtención de suelo, la financiación y mejo-
rar las técnicas de producción. A partir de ella se
crea la figura de los LOGECO (Alojamientos eco-
nómicos y familiares) y se implica plenamente al
Crédit Foncier de France (CFF) en la financiación
de las ayudas a la piedra con préstamos con la
garantía del Estado. Se establece también la obli-
gación de que las empresas con más de diez tra-
bajadores destinen el 1% de la masa salarial a la
creación de un fondo para la VS. Esta ley supone
la consolidación de la VS en alquiler con renta
fijada por ley.

La construcción y gestión de las viviendas
públicas en los años posteriores a la guerra serí-
an un cuasi monopolio de los organismos públi-
cos y semipúblicos HLM.62 A partir de 1955-
1958, con el desarrollo de los préstamos del
Crédito Inmobiliario, los promotores del sector
privado empezaron a hacerse algo de sitio. La
financiación de las viviendas sociales (tres cuar-
tas partes de las viviendas construidas) estaba
fuertemente favorecida por el poder público que,
como contrapartida, las sometía a una reglamen-
tación tan estricta (normativa en cuanto a super-
ficies, calidad, precio final, alquileres prefijados y
vigilancia de la reventa) que se distinguían perfec-
tamente de las viviendas del sector libre no pro-
tegido.63 Se padecen los efectos de una marcada
polarización de la vivienda hacia los extremos y,
por ende, la fragmentación del mercado de la
vivienda: o bien, vivienda protegida o social, anti-
gua o nueva (con condiciones de financiación
exageradamente ventajosas); o de lo contrario,
vivienda libre o no protegidas casi de lujo. La
ayuda financiera oficial en forma de préstamos
representa sólo la cuarta parte del valor de la
construcción anual. El resto forma parte de la
denominada "aportación personal".64 Sucesiva-
mente, como ya se ha descrito, se irán introdu-
ciendo modificaciones legales para efectuar ajus-
tes en la política de vivienda. En 1963 se
establecen las ayudas a la persona, según las
condiciones de rentas, y en 1977 se establecerán
las ayudas personalizadas a la vivienda (APL),
siempre a través del CFF.

También puede considerarse como un instru-
mento al servicio de la política de vivienda la Ley
marco de 1957 que establece las ZUP (Zonas de
Urbanización Prioritaria) en las que por primera vez
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se combinaba la construcción de vivienda y la cre-
ación de los equipamientos públicos necesarios,
además de instaurarse la financiación de la cons-
trucción mediante programas de varios años.65

Estos espacios se caracterizaron por una gran uni-
formidad ya que las operaciones eran realizadas
por una única empresa vinculada y un único pro-
yecto. Es un paso cualitativo que supone una apro-
ximación a la ordenación territorial y que establece
la necesidad de garantizar la calidad residencial,
más allá de la propia vivienda, en su entorno urba-
no. Tras la Reforma de 1963 se producen importan-
tes modificaciones en el sector de protección a la
vivienda que afectan especialmente a la fiscalidad
inmobiliaria y a la reglamentación de algunos
aspectos de la VS. Subsisten los dos polos bási-
cos: HLM y primas y préstamos a la construcción.
Sin embargo, circunscribe la ayuda estatal a los
más necesitados, mediante la disminución de los
topes de recursos respecto de las HLM y el esta-
blecimiento de topes de recursos para las vivien-
das primadas en acceso a la propiedad.66 Se crean
dos instrumentos para que la financiación privada
se comprometa en el largo plazo de los créditos a
la vivienda: el mercado hipotecario y el sistema
ahorro-vivienda. En 1967 la Ley de Orientación
Inmobiliaria como alternativa a las Zonas de Urba-
nización Prioritaria, establece las Zonas de Des-
arrollo Concertado (Zones d'aménagement Con-
certé), que busca favorecer la concertación entre
las entidades públicas y los promotores privados,
pretende también crear un instrumento de gestión
más ágil que las ZUP, a la vez que se descentraliza
y se diversifica la acción urbanizadora.

En 1969 se promulga la ley que marca el ini-
cio de las políticas de rehabilitación, que busca
afrontar los problemas de las viviendas insalubres
localizadas en los centros históricos de las ciuda-
des y en las zonas de infravivienda. Hay un con-
junto de acciones concertadas que van desde el
realojo de las familias, facilitando su acceso a las
HLM o a nuevas viviendas construidas al efecto,
al desarrollo de grandes operaciones de renova-
ción de centros urbanos. También en los setenta
se producen medidas gubernamentales encami-
nadas hacia una uniformidad del mercado de la
vivienda, tanto en materia de vivienda antigua
(como acabamos de ver) como nueva. En éste
último caso, se adaptan las ayudas estatales
introduciendo una nueva categoría de VS (de
alquiler medio) para los grupos que sobrepasasen
los umbrales, así como la aplicación rigurosa de

las reglas de admisión al beneficio de una vivien-
da HLM.67

En Alemania la trayectoria legislativa tiene un
recorrido similar. En 1950 se promulga una Prime-
ra Ley de construcción de viviendas, con el obje-
tivo básico de fomentar sobre todo las de tipo
social, que implica al Estado, a los Länder, a los
Municipios y a las Federaciones Municipales.
Pero no son los organismos públicos quienes
construyen las viviendas; su tarea (principio de
respeto) es poner a disposición de la iniciativa pri-
vada los mecanismos adecuados. La participa-
ción pública se concreta a través de los mecanis-
mos de financiación, fundamentalmente desde
los presupuestos del gobierno federal y de los
Länder, que se aplican a la concesión de ayudas
a la persona mediante préstamos a interés redu-
cido. El importe del préstamo variaba según los
distintos estados y según la superficie de la
vivienda, oscilando entre el 30 y el 50% del valor
de la vivienda. Pero también se contó con las
posibilidades financieras del mercado de capita-
les. Los bancos de crédito hipotecario, las cajas
de ahorro y las sociedades de seguro concedían
préstamos reembolsables por anualidades cons-
tantes, con una duración tipo de 30 años y un
importe limitado al 35-40% del coste total de
construcción. Por último, también se permitían
aportaciones personales del constructor particu-
lar, bien en metálico o bien por el trabajo adminis-
trativo y los estudios técnicos previos, si quien
construía era un organismo de utilidad pública.
Las viviendas a construir quedaban encuadradas
en tres categorías: las subvencionadas con fon-
dos públicos; las que disfrutaban de beneficios
fiscales; y las libres o de financiación privada.68

En 1950 y 1956 se aprobarían respectiva-
mente la Primera y la Segunda Ley Federal de
Arrendamientos con el establecimiento de ayu-
das financieras directas a los arrendatarios de
viviendas públicas (subsidio de alquiler) a partir
de la "renta soportable" de cada familia. A partir
de 1956 se aplicaría la Segunda Ley de Construc-
ción de Viviendas o Ley de Construcción de
Viviendas y de Hogares Familiares, cuyo objetivo
era convertir en propietarios a casi dos millones
de alemanes. La ley contempla también diversas
formas de financiación de la construcción de la
vivienda propia con la participación del Banco
Alemán de la Construcción y del Suelo, S.A. y
ayudas del Estado para el pago de intereses de
créditos personales.

65 MINISTERIO DE LA VIVIENDA, 1969a.
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En 1965 se hizo necesaria una Ley Modifica-
tiva de la de construcción de viviendas para incor-
porar un instrumento de "evacuación forzosa" de
las viviendas, con el fin de afrontar los numerosos
casos de disfrute indebido que se estaban produ-
ciendo, como consecuencia de incrementos de
renta de los adjudicatarios, sobrevenidos con el
paso del tiempo. La idea es desalojar a los adjudi-
catarios con niveles de renta por encima de lo
estipulado por la normativa de la VS, con objeto
de reutilizarlas para otros posibles demandantes
con la situación de renta adecuada a la normativa.
Es interesante señalar que la aplicación de esta
norma produjo unos pobres resultados dadas las
dificultades prácticas de su aplicación.69 El mismo
año se aprobaría la Primera Ley de Subsidios de
Vivienda que regula las ayudas a los hogares en
función de sus ingresos y la renta a pagar por el
alquiler. Posteriormente, sería rectificada parcial-
mente (Segunda Ley de Subsidios por Vivienda en
1971) para elevar los límites de ingresos de con-
cesión de subsidios de vivienda. La clave es la
"declaración de la soportabilidad" o esfuerzo eco-
nómico que debe hacer cada hogar, en términos
de proporción sobre los ingresos, para afrontar el
pago de rentas.70 De cualquier forma, a finales de
los ochenta, sólo el 17,5% de todas las viviendas
de alquiler estaban promovidas por el sector
público, estando además reservadas a determina-
dos colectivos (parado, impedidos e inmigrantes).
A diferencia del alquiler privado, el alquiler público
estaba estrictamente reglamentado.71

En Holanda, para observar los instrumentos
legislativos utilizados en la política de vivienda,
conviene remontarse a la Ley de Vivienda de
1901 (Housing Act), que a pesar de su antigüe-
dad, sigue siendo durante todo este periodo el
principal referente, ya que unifica aspectos de
gestión, ordenación, financiación y construcción
de viviendas. Esta ley se basa en subvenciones
públicas que cubren la diferencia entre el coste y
el alquiler, y que proporciona alojamiento a todo
el que lo solicite. Desde 1995, se han retirado las
subvenciones a las viviendas de nueva construc-
ción con lo que se ha trastocado todo el panora-
ma.72 A partir de su promulgación y hasta el final
del periodo es significativo el crecimiento y el
desarrollo alcanzado por la VS en alquiler (de
10.000 viviendas en 1900 a casi dos millones en
1981). De hecho, las asociaciones de vivienda
son reconocidas por el Ministerio de la Vivienda
sobre la base de esta ley.

Otro importante hito legislativo es la Ley de
1947 sobre el alojamiento en viviendas que, en
una clara aplicación del principio de función
social de la propiedad y ante la grave situación de
escasez, establece normas para una mejor y más
eficaz distribución de los alojamientos entre la
población, y otorga capacidad al municipio para
la requisa de viviendas. La Ley de Alquileres de
1950, trata de proteger a los inquilinos de vivien-
das y locales industriales, y establece normas
para acomodar el precio de los alquileres a los
cambios de situación económica del inquilino,
fijando también precios máximos para los alquile-
res de las viviendas construidas con subvencio-
nes. Como en Francia y Alemania, también existe
una Ley de 1950 sobre Reconstrucción, con la
que se regula y promueve la reconstrucción de
las zonas y edificios devastados por la guerra,
prestando especial atención al impulso de la
industria de la construcción.

Tras las urgencias de la posguerra y la
reconstrucción, la Ley de Vivienda de 1962 ven-
dría a regular tanto las normas de edificación
como la construcción y la adjudicación de las
viviendas. Establece diferentes tipos de ayudas
económicas por parte del Estado y las condicio-
nes para obtenerlas. Las Asociaciones de Vivien-
da sin ánimo de lucro y los municipios pueden
recibir préstamos y subvenciones anuales; los
inquilinos o futuros dueños pueden obtener canti-
dades globales o subvenciones anuales o garan-
tía municipal en forma de préstamo; y los cons-
tructores e inversores privados pueden ser
beneficiarios de subvenciones anuales. La ley
establece tres tipos de subvenciones: a) Subven-
ciones a las viviendas construidas, tal como esta-
blecía ya la Ley de Vivienda de 1901, tienen que
ser viviendas destinadas al alquiler para familias
con ingresos no superiores a los de un obrero
cualificado. Las subvenciones a este tipo de
viviendas se concretan en ayudas o anticipos para
la financiación de los gastos de adquisición del
solar y de la construcción; o bien mediante una
participación anual en los gastos de explotación,
que puede ser considerado como una subvención
de alquiler; b) Subvenciones otorgadas a la cons-
trucción privada destinada al alquiler, que se con-
creta en una prima única y en ocasiones una retri-
bución anual de carácter temporal en función de
la renta; c) Aunque minoritarias, también se plan-
tean otras subvenciones para la construcción de
viviendas y asilos para personas ancianas.73

69 BUCHER, 1967.
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La Ley de Vivienda de 1965 suprime en
Holanda la reglamentación de los alquileres y de
los regímenes de protección de los inquilinos,
coincidiendo con el momento de máximo esplen-
dor de las ayudas estatales en materia de vivien-
da. Más del 80% de las viviendas se beneficiaban
entonces de algún tipo de ayuda estatal74 y alre-
dedor del 35% de las construcciones se financia-
ban íntegramente por el Estado. Además, otorga
a las asociaciones de vivienda prioridad frente a
los municipios a la hora de otorgar licencias de
construcción de viviendas sociales.75

Tres años después, se ponen en marcha las
Ayudas al alquiler individualizado, que funciona-
rá como suplemento para los ocupantes con
ingresos relativamente bajos. En total, entre 1966
y 1970 se terminarán en Holanda 117.000 vivien-
das, de las cuales el 83% estarían subsidiadas
por el Estado. A finales del periodo las viviendas
en alquiler representan el 56%, y la mayor parte
está en manos de Asociaciones de Vivienda.

En España la tarea legislativa comienza
antes del final de la Guerra Civil con la Ley de
Vivienda Protegida, pero el elemento fundamen-
tal será la Ley de Vivienda de Renta Limitada de
1954 que establece diferentes tipos de ayudas
para favorecer la construcción de viviendas de
diversas categorías. Tras la muerte de Franco,
se produce un primer cambio significativo con
Ley de Viviendas Sociales de 1976, que supone
el intento de girar hacia una política de ayuda a
las personas. No sólo se habían superado los
periodos de fuerte crecimiento sino que también
los enfoques políticos se iban aproximando a lo
que poco después serían exigencias de una
sociedad democrática. Seguramente el cambio
es también el reflejo de la existencia de una
sociedad más madura, en la que la oferta y la
demanda podían actuar con mayor autonomía.
La ley preveía subvencionar con cargo al erario
público una parte de los intereses a pagar por
los compradores de las viviendas protegidas.
Este plan exigía la participación de las entidades
financieras privadas que habrían de encargarse
de conceder financiación, con el respaldo del
Estado, a los hogares que previamente habrían
resultaban "calificados". El programa fracasó
por la falta de colaboración de las entidades
financieras, muy reticentes a la hora de conce-
der préstamos a solicitantes poco solventes, en
una época con tipos de interés al alza y en el
entorno del 15%.

Además de inaugurar las ayudas a las perso-
nas y el intento de involucrar a las instituciones
financieras privadas en la política de VS, la ley
incorpora normativa de diseño y calidad de la
construcción, pone límites a la superficie de la
vivienda protegida, establece precios máximos de
venta y mecanismos de revalorización, y fija la
modulación de las ayudas en relación con la renta
de los hogares demandantes.

PLANES Y PROGRAMAS ESPECÍFICOS
A partir de los planteamientos políticos en materia
de vivienda y apoyados en los instrumentos lega-
les de los que se dotan los estados para alcanzar
unos determinados objetivos, los planes o progra-
mas vienen a concretar las políticas de VS y per-
miten hacer valoraciones sobre la intensidad y la
coherencia de la voluntad política.

Como ya se ha señalado, en los años de la
posguerra la acción de los estados en los países
considerados estuvo demasiado condicionada
por la escasez y la exigencia de buscar soluciones
de emergencia. El problema estriba en alcanzar la
capacidad de financiación y de construcción de
las viviendas precisas para atender las necesida-
des derivadas de la destrucción de la guerra y los
incrementos demográficos en las ciudades por la
redistribución espacial de la población.

Un reflejo de esta situación podrían ser los
diversos sucesos violentos que se producen en
Francia y que obligan al gobierno, bajo la presión
popular, en 1954 a crear un fondo público destina-
do a la construcción de VS que permite poner en
marcha un programa de emergencia de construc-
ción de 12.000 nuevas viviendas en diferentes ciu-
dades con objeto de acoger a familias y personas
sin hogar.76 Ya antes, en 1945 el CFF había pues-
to en marcha un Programa para la mejora del hábi-
tat (OPAH), con la intención de atraer el interés de
propietarios arrendadores.77 Posteriormente se
establecen Programas Plurianuales de Construc-
ción de Viviendas (PPL), de carácter quinquenal,
destinados a la creación de 30.000 HLM anuales,
que constituyeron un posicionamiento en favor de
la vivienda en alquiler.78

En 1969 el Ministro de Urbanismo, Albin Cha-
landon, puso en marcha un extenso programa de
viviendas unifamiliares (conocidas popularmente
como las chalandonnettes) para responder a las
necesidades de las familias francesas. Se preten-
día, de esta manera: a) favorecer el acceso a la
propiedad, b) desvincular al Estado de la financia-

74 MINISTERIO DE LA VIVIENDA, 1971a, 1971b Y 1972.
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ción de la vivienda ampliando el campo de inter-
vención de los bancos gracias a la puesta en mar-
cha de nuevas fórmulas de créditos, y c) ofrecer
nuevas oportunidades para las grandes empresas
de construcción por el lanzamiento de nuevos
productos que resulten rentables.

Dentro ya de las actuaciones más selectivas
y subsidiarias, en 1981 se creó la Comisión Nacio-
nal para el Desarrollo Social de los Barrios
(CNDSQ), que puso en marcha un programa de
VS con el objetivo específico de rehabilitar priori-
tariamente 23 barrios previamente seleccionados
por la CNDSQ. Este plan no se centraba exclusi-
vamente en aspectos constructivos, sino que
atendía también la dimensión socio-económica.
En noviembre de 1983 se puso en marcha la
denominada "Missión Banlieues 89", que integra
más de cien actuaciones concertadas entre el
Estado y los municipios, bajo el criterio de que la
estética no debía estar ausente de los extrarra-
dios, ni siquiera de los más desfavorecidos.

En Alemania se pone en marcha en la década
de los 70 el Programa de Construcción de Vivien-
das a Largo Plazo con el objetivo de proporcionar
a largo plazo viviendas a bajo costo para familias
que dispongan de ingresos reducidos o de tipo
medio, para las familias jóvenes, para las familias
numerosas y para las personas ancianas. El deseo
inicial es que aproximadamente el 50% de la pro-
ducción anual de viviendas fueran en el futuro
viviendas de tipo social. Para conseguirlo se pro-
porcionó el apoyo financiero del Gobierno Federal
a los Länder Federales en concepto de ayuda para
la construcción de viviendas a fin de mantener los
ritmos anuales de creación de viviendas sociales,
mediante la concesión de préstamos para la cons-
trucción y modernización de 50.000 viviendas por
año79, y ayudas indirectas (ventajas fiscales) o
directas (préstamos del Estado a bajo interés o
subvenciones) para los inquilinos. Se tenía dere-
cho a un préstamo estatal si se era usuario del sis-
tema de ahorro-vivienda:80 un modelo de apoyo
estatal a la vivienda de amplia difusión en el caso
alemán (en manos de las Bausparkassen o Cajas
de Ahorro a la Vivienda) y francés.81 Las primeras
desarrollaban su apoyo exclusivamente a través
del denominado ahorro-vivienda. Se trata de un
modelo implantado en Alemania en los años 20
como una forma de complementar la financiación
hipotecaria de las viviendas hasta un 60% del
importe de las mismas. En definitiva, consiste en
una forma de apoyo mutuo entre los adquirentes

de vivienda. También constituye uno de los pilares
básicos en el acceso a la propiedad en el caso
francés, donde el ahorrador no está obligado a
adquirir una vivienda, sino que se puede utilizar
simplemente como una forma de inversión.82

Por su parte, Holanda ha sido tradicional-
mente un arquetipo de intervención y apoyo
público a la vivienda. Sin embargo, a finales de
los ochenta se empiezan a producir cambios
importantes. En 1990, tras la conocida como
Reforma Heerma, el sector de la VS entró en una
era de reestructuración. Se permitió la autonomía
financiera de las Asociaciones, que desde enton-
ces están autorizadas a intervenir como sector
libre. También se ha producido un intenso recorte
de la ayuda económica a la vivienda por parte del
Gobierno central, dando mayores facultades en la
definición de la política de vivienda a las autorida-
des locales (descentralización) "y haciendo
mayor hincapié en las decisiones independientes
de los que intervienen en el mercado”.83 La políti-
ca financiera en relación a la vivienda social se
basa en el denominado Fondo Central de Vivien-
da (CFV), un fondo de inversión en el que colabo-
ran las asociaciones de vivienda, y un Fondo de
Garantía "para facilitar el acceso al mercado de
capitales".84

En España, desde el Plan Nacional de Vivien-
da de 1961 a 1976, podría decirse que la actividad
pública en materia de vivienda ha venido siendo
programada mediante planes estatales plurianua-
les que fijan el esfuerzo financiero del Estado e
introducen especificaciones normativas que regu-
lan la participación de los promotores, las carac-
terísticas de las viviendas y los requisitos de los
adjudicatarios, con lo que se trata de dirigir la
actuación hacia determinados segmentos de la
demanda. Desde la reorganización político admi-
nistrativa de la Constitución, y a lo largo de los
años ochenta, se produce un proceso de transfe-
rencias a las Comunidades Autónomas, que
comienzan a elaborar sus propios planes regiona-
les de vivienda en coordinación y como desarrollo
de los del Estado.

AGENTES
Durante el periodo 1945-1990 la administración
pública en Francia, especialmente la estatal, ha
jugado un papel fundamental en el diseño y pues-
ta en marcha de las políticas de vivienda. Aunque
en un primer momento el Estado había delegado
en la administración local la organización de ser-

79 MINISTERIO DE LA VIVIENDA, 1971b.
80 MINISTERIO DE LA VIVIENDA, 1971a.
81 MINISTERIO DE FOMENTO, 1997.

82 LEVENFELD, 1990, pág. 28.
83 PRIEMUS, 1991, pág. 53.
84 PRIEMUS, 1991, pág. 61.
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vicios temporales para controlar los movimientos
de oferta y demanda de viviendas, en los años
posteriores a la II Guerra Mundial, la administra-
ción estatal francesa creó el Ministerio de la
Reconstrucción y del Urbanismo con el objetivo
de desarrollar la política de vivienda de forma
centralizada.

A mediados de los sesenta la intervención
estatal la realiza el Ministerio de la Construcción
que, pese a su nombre, no construye viviendas.
La acción estatal se manifiesta fundamentalmen-
te en: a) ayudas al constructor. Incluían présta-
mos y bonificaciones de intereses especiales
reservados a los organismos de HLM, además de
primas a la construcción y ayudas complementa-
rias como el ahorro-crédito (sistema de crédito
diferido), las ayudas sociales al empresario (para
facilitar vivienda a sus asalariados) y otras meno-
res; b) ayudas al ocupante con objeto de dismi-
nuir las cargas de la vivienda, bien mediante sub-
sidios de vivienda en propiedad para matrimonios
jóvenes y familias con hijos a su cargo, o bien
subsidios de alquiler, para las personas con esca-
sos recursos; c) desgravaciones fiscales a favor
de la construcción.85 La clasificación de las ayu-
das del Estado en las viviendas HLM, incluían un
alquiler normalizado y un sobrealquiler progresivo
para aquellos que disponían de ingresos superio-
res a los techos de acceso fijados; así como pro-
gramas de alquiler reducido (PLR) con precios
ligeramente inferiores, reservados para las fami-
lias con menores ingresos.86

A raíz del proceso de descentralización de
competencias iniciado a mediados de los años
ochenta, se incrementó considerablemente la
participación de los gobiernos territoriales en las
políticas de vivienda. Aunque no poseen compe-
tencias propias, sí tienen la posibilidad de com-
pletar las ayudas directas a la inversión, fijadas
por el Estado.87 En este sentido, los contratos se
establecen como figuras fundamentales de coor-
dinación y cooperación entre las diferentes admi-
nistraciones públicas; el ya citado "Missión Ban-
lieues 89" es buen ejemplo de ello.

Al final del periodo, Francia se caracterizaría
por la intervención de un nutrido grupo de agen-
tes en materia de gestión y promoción de la
vivienda social, construcción y rehabilitación,
repartido entre los de carácter público, controla-
dos por los entes públicos de viviendas HLM, y
los de carácter privado en manos de sociedades
anónimas.88

En Alemania, desde la década de los 50 los
organismos públicos (Estado, Länder, Municipios
y Federaciones Municipales) son el principal pro-
motor de las viviendas de tipo social. No constru-
yen, pero facilitan la tarea a la iniciativa privada
(sociedades de vivienda), asegurando una parte
de los medios económicos necesarios (mediante
préstamos sin interés o a bajo interés, ayudas
para hacer frente a los intereses y las amortiza-
ciones o mediante subvenciones a los costes de
construcción) a la vez que ejercen la inspección y
vigilancia del espacio habitable y fijan los alquile-
res. Además de estas “ayudas a la piedra”, son
los organismos públicos quienes gestionan las
ayudas a las personas de escasos recursos. Los
Länder suscriben convenios con un grupo muy
amplio y diverso de actores arrendadores, entre
los que se pueden contabilizar más de 1.100
sociedades cooperativas, más de 500 socieda-
des limitadas que pertenecen a los municipios o
a grandes grupos industriales, además de socie-
dades anónimas, fundaciones, asociaciones e
inversores institucionales o privados o simples
familias arrendadoras. Los Länder suelen ser los
que aportan la mayor parte de los recursos finan-
cieros públicos.89 Por su parte, los ayuntamientos
asumen parte de las tareas administrativas, en
especial, la de asignar las VS a los sectores de
población con menor renta, que no pueden acce-
der al mercado libre. La lógica de funcionamiento
es igual para la vivienda pública en alquiler que
para el importante sector privado. De ahí que la
distinción entre ambas sea ficticia.90 Hasta 1962
en los proyectos de construcción de viviendas
sociales sólo tenían cabida las viviendas en alqui-
ler, desde entonces también se incluyen las
viviendas en propiedad.91

A finales de los ochenta, la vivienda social
alemana se caracteriza por unas condiciones de
acceso reguladas por ley; sólo puede ser adjudi-
cada a personas con ingresos superiores a un
cierto nivel, dependiendo de las ayudas y la nor-
mativa; el alquiler se fija comparándolo con los
alquileres de la zona en esa localidad, pudiendo
tener un subsidio adicional; y las viviendas socia-
les disfrutan de desgravación fiscal en el impues-
to sobre bienes inmuebles y en el impuesto sobre
plusvalías (aunque a principios de los noventa
dejarán de tenerlos).92

La Constitución de los Países Bajos enco-
mienda específicamente a la Administración la
dotación de viviendas suficientes desde hace

85 MINISTERIO DE LA VIVIENDA, 1969.
86 MINISTERIO DE LA VIVIENDA, 1971b.
87 GHEKIERE, 1991, pág. 9.
88 GHEKIERE, 1991.

89 HAMM, 1991, pág. 50.
90 GHEKIERE; JACKSON, 1998.
91 HAMM, 1991, pág. 46.
92 AVS, 1998.
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más de un siglo. Desde la Segunda Guerra Mun-
dial lo hizo por la escasez existente, pero luego
actuó intensamente por conceptos político-ideo-
lógicos, por la propia construcción y por los pre-
cios (en 1988 dedica el 8% de los presupuestos
estatales a la vivienda). Las viviendas acogidas a
la ley de vivienda, destinadas al alquiler, se finan-
cian enteramente por el Gobierno Central con los
presupuestos del Estado. Es un país con una
economía social dominante, producto de una
fuerte tributación fiscal, que justifica su notable
"ayuda a la piedra" (58%) con la formación y
mantenimiento de un gran parque de viviendas
sociales. El 12% de ayudas personales es un
buen indicador del reducido porcentaje de fami-
lias con bajos ingresos.93 La intervención de la
Administración se concreta de varias formas:
subvenciones a la construcción; explotación de
una parte del parque inmobiliario; concesión de
subsidios individuales que tratan de disminuir la
carga del alquiler para los residentes con bajos
niveles de renta, calculados a partir de la renta del
inquilino y del precio del alquiler;94 control técni-
co de la edificación; así como una enérgica legis-
lación en materia de arrendamientos urbanos.95

Otros actores implicados en la gestión de VS
hasta los 90 son los municipios o entidades loca-
les (casi 300), que administran en gestión directa
su propio parque, y las Asociaciones de Vivienda,
corporaciones o fundaciones sin ánimo de lucro
(más de 800), sin vinculación directa con el
Gobierno desde los 90.96 Es importante hacer hin-
capié en dos cuestiones: la primera, que la admi-
nistración pública construye muy pocas casas. El
ayuntamiento es un "promotor del suelo" mientras
que los edificios los promueven empresas priva-
das, promotores individuales u organismos semi-
públicos como las housing association; la segun-
da, es que la cesión del uso del suelo por parte

del ayuntamiento ("derecho de superficie") se
hace de forma condicionada, es decir, se estable-
ce de antemano el número de edificios, el tamaño
de las parcelas, el precio del suelo urbanizado y la
densidad de la edificación.97

En España, como se ha indicado, la partici-
pación de otros agentes distintos al propio Esta-
do Central fue especialmente escasa. La dictadu-
ra primero, y su inercia después, propician una
raquítica participación de otras entidades públi-
cas o de entidades empresariales y sociales com-
prometidas con la causa de la vivienda social. En
todo caso, en cada uno de los hitos legislativos
del periodo se invita a la participación de las
empresas constructoras para que colaboren en la
tarea de crear viviendas, pero más con la inten-
ción de dinamizar la economía que con la volun-
tad de solucionar el problema de la vivienda. Tras
la llegada de la democracia, la Constitución sitúa
en las Comunidades Autónomas las competen-
cias en materia de vivienda y urbanismo. El Esta-
do reduce su papel a la confección de Planes de
Vivienda plurianuales que establecen recursos
financieros y regulan las condiciones de cons-
trucción y adjudicación. Las nuevas administra-
ciones regionales asumen las competencias de la
política de vivienda, que prácticamente consisten
en administrar el parque público existente y el
desarrollo de los planes estatales. La puesta en
marcha de la nueva maquinaria administrativa se
deja notar en una marcada atonía de la oferta de
vivienda protegida durante los años ochenta. Más
novedosa es la aparición de los sindicatos Comi-
siones Obreras y UGT que se constituirán en
importantes promotores de cooperativas de
viviendas protegidas en compra-venta, como
alternativa ventajosa a la acción, tradicionalmen-
te poco relevante y coyuntural, de empresas pro-
motoras y constructoras.

93 ORTIZ ÁLVAREZ, 1993, pág. 58.
94 HARST, 1987, pág. 25.
95 MIDDAG, 1989, pág. 92.
96 GHEKIERE; JACKSON, 1998.

97 NEEDHAM, 1993, pág.30.
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1. Poder satisfacer digna y adecuadamente
la necesidad de alojamiento, está reconocido
como un derecho básico de los ciudadanos y
cómo tal debe ser garantizado por los poderes
públicos. La existencia de población que no
puede solventar por sí misma, en las condiciones
del mercado, esa necesidad, dimensiona el
denominado problema de la vivienda y justifica y
exige la intervención pública, que, a diferencia de
lo que sucede con otros derechos básicos como
la educación o la sanidad, se sustenta en el prin-
cipio de subsidiariedad.

2. El volumen de la demanda insatisfecha es,
por regla general, consecuencia de la evolución
sociodemográfica y económica que puede pro-
ducir situaciones de escasez absoluta (insuficien-
cia del número de viviendas) o relativa (ausencia
de oferta adecuada y/o asequible para determi-
nados segmentos de la demanda). Podría decir-
se que en todas las sociedades se generan per-
manentemente flujos de demanda, relativamente
reducidos, estructurales, que requieren de la
ayuda de los poderes públicos y que, coyuntural-
mente, ciertas circunstancias demográficas o de
mercado pueden hacer que se intensifiquen y se
diversifiquen los flujos de quienes no tienen
capacidad económica propia suficiente para
satisfacer su necesidad de alojamiento o han de
realizar un esfuerzo económico excesivo y que,
por tanto, requieren de ayuda pública en algún
grado.

3. La intervención pública se formaliza a tra-
vés de las denominadas políticas de VS, que
engloban un conjunto de medidas dirigidas a
corregir las condiciones de la oferta de vivienda
o, directamente, a facilitar el acceso a la vivienda
a los grupos que tienen dificultades para satisfa-
cer su derecho a la vivienda en el mercado libre
mediante ayudas graduadas.

4. Las políticas de vivienda tienen como ele-
mento común la adstricción de recursos econó-
micos a cargo del erario público. La intensidad
del esfuerzo, mediada a través de la proporción
del PIB dedicada a vivienda social (Holanda,

2,8%; Francia, 1,86%; Alemania, 1,5% y España
0,6%), sintetiza la voluntad política y, a partir de
ello, al margen de los juicios que puedan hacerse
sobre la eficiencia de los procedimientos en cada
caso, ponen de manifiesto una clara debilidad de
partida en el caso español, justificativa de la peor
situación en la salvaguarda del derecho a la
vivienda.

5. La distribución de los fondos públicos
destinados a la VS, permite perfilar los diferentes
tipos de políticas. Pueden ser empleados en la
construcción directa de viviendas por los pode-
res públicos o destinarse a subvencionar la cons-
trucción efectuada por entidades privadas (políti-
cas de “ayudas a la piedra”). También se emplean
para ayudar a los hogares a hacer frente a los
pagos del alquiler o de la compra (políticas de
ayudas a las personas). Igualmente, pueden des-
tinarse fondos públicos para el mantenimiento y
la gestión del parque de vivienda pública. Junto a
las ayudas directas habría que contabilizar tam-
bién aquellas que suponen bonificaciones fisca-
les y pueden tener una dudosa intención social
cuando, como en el caso de España, se otorgan
a la vivienda y de manera indiscriminada.

En España no se establecen políticas de
ayuda a las personas hasta finales de los seten-
ta, y las exenciones fiscales, que constituyen la
mayor aportación de fondos públicos, están
reservadas a la compra de vivienda y han mante-
nido un carácter universal, por lo que resulta mas
exacto encuadrarlas dentro de la política econó-
mica que como herramienta en favor de la vivien-
da social.

6. Las ayudas a la compra y a la vivienda en
alquiler se han utilizado también como solucio-
nes complementarias, excepto en España. Las
ayudas a la compra para favorecer el acceso a la
vivienda son valoradas además como un factor
de solidez económica y social. Pero plantean
dudas sobre su eficacia como instrumentos para
resolver el problema de vivienda, en la medida en
que la vivienda destinataria de ayudas públicas
pueda pasar con el tiempo a convertirse en una
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vivienda libre, tal como tradicionalmente ocurre
en España. La existencia de un parque público
para el alquiler social se aproxima más a la idea
de un servicio público destinado a atender las
necesidades de alojamiento, pero presenta gra-
ves dificultades de conservación y de gestión.

7. Los elevados costes del mantenimiento y
los fracasos en la gestión de los grandes parques
públicos de vivienda en alquiler han sido los prin-
cipales argumentos en favor de su progresiva
reducción mediante la privatización, por venta a
los inquilinos, como tendencia general en Euro-
pa. Los nuevos ritmos de la dinámica sociode-
mográfica desde mediados de los setenta acen-
túa los desajustes entre tipologías de viviendas y
de hogares. Se generaliza el hecho de que el par-
que creado en los decenios anteriores acumule
déficit de equipamiento y conservación, en un
ambiente social con fuerte presencia de emigran-
tes, escasez de cohesión social y concentración
de marginalidad. Se manifiesta una gran necesi-
dad de rehabilitación de un parque que en dife-
rentes aspectos ha entrado en obsolescencia y
que requiere de un enorme esfuerzo inversor que
difícilmente podría ser repercutido sobre los
inquilinos.

8. Uno de los aspectos más claramente dife-
renciadores de la situación de España con res-
pecto a otros países europeos es la carencia de
un parque de vivienda en alquiler. Mientras que
en los países considerados se mantiene un pre-
dominio del alquiler, en España a lo largo de la
segunda mitad del siglo XX, esta forma de ocu-
pación de la vivienda se convierte en práctica
excepcional. La inexistencia de una oferta diver-
sa y asequible de vivienda en alquiler es un fac-
tor de rigidez del mercado que, al reducir prácti-
camente la oferta a la compra, endurece
enormemente las condiciones de acceso a la pri-
mera vivienda de los jóvenes y en los casos de
rupturas de hogares.

A pesar de la progresiva reducción de los
parques públicos en alquiler, como tendencia
general y quizás como proceso de ajuste a una
nueva concepción más restrictiva de la idea del
Estado de bienestar en Europa, todavía existe una
considerable oferta de vivienda social en alquiler,
prácticamente inexistente en España.

9. En los diferentes países es muy importan-
te y diversa la participación de agentes privados
en la implementación de las políticas de VS. La
tendencia general es el incremento de la participa-
ción de estos agentes que han estado presentes a
lo largo del tiempo en la promoción y la gestión de
la vivienda en alquiler, como bien refleja el caso
holandés, y que son la consecuencia necesaria de
la progresiva retirada de los poderes públicos en
la promoción directa de viviendas. En España
hasta principios de los ochenta ha habido un
exclusivo protagonismo del Estado central y
durante los ochenta comienza un drástico pero
inevitablemente lento proceso de descentraliza-
ción. Durante años se producen reajustes sobre
competencias entre el Estado y las Comunidades
Autónomas, con la consiguiente pérdida de capa-
cidad operativa. El papel de agentes privados ha
estado prácticamente limitado a la participación
de empresas de construcción y, sólo durante la
segunda mitad del periodo, van aflorando iniciati-
vas sociales en forma de cooperativas de propie-
tarios, con un especial protagonismo de los sindi-
catos.
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Tabla 5 Estructura del régimen de tenencia de
vivienda en torno a 1990

ALQUILER
Propiedad Privado Social Total Otros

Alemania 39,1 48,6 12,3 60,9
Francia 54,3 19,7 17,1 36,8 8,9
Holanda 44,0 12,0 44,0 56,0

Fuente: SEBHE, 1991



Desde que Marx y Engels estudiaron el "problema
de la vivienda" en la segunda mitad del XIX,98

existe la evidencia, no siempre adecuadamente
ponderada, de que se trata de un problema que
responde a factores estructurales, por más que
pueda verse intensificado o, simplemente, carac-
terizado en función de ciertos factores coyuntura-
les. El "problema de la vivienda" es en realidad el
problema de algunos hogares que no alcanzan la
renta necesaria para poder satisfacer por sí mis-
mos la necesidad básica de alojamiento. El tama-
ño de los grupos que padecen ese problema, sus
rasgos sociales, étnicos, o su localización, son
sólo características del problema.

A lo largo del tiempo, las actitudes de los
poderes públicos ante "el problema", el esfuerzo
financiero realizado, las estrategias y las herra-
mientas que han ido utilizando, permiten dibujar
un panorama diverso, con muchos matices que
invitan a establecer diferencias a veces muy
importantes, pero en lo sustancial el problema se
manifiesta de forma común y permanente. Los
países con economías mas avanzadas, capaces
de garantizar universalmente otros derechos
básicos como la educación o la sanidad, entre
otras aportaciones para incrementar el bienestar
de los ciudadanos, aún no han conseguido, sin
embargo, poder garantizar el derecho subjetivo a
una vivienda digna y adecuada.

Los mismos países, que en las décadas
anteriores habían tenido que hacer grandes
esfuerzos para atender las enormes necesidades
derivadas de los destrozos de la guerra y de los
rápidos crecimientos de las ciudades durante la
época del desarrollismo industrial, ven la conve-
niencia de adaptarse al nuevo escenario que se
venía dibujando desde finales de los setenta. En
este periodo que comienza con la década de los
noventa se va a ir configurando un nuevo panora-
ma político, económico y social que tendrá una
marcada incidencia sobre las políticas de vivien-
da en los principales países europeos.

Además de la creación del espacio común
monetario y la expansión del mercado por la

apertura hacia el Este, se va a producir una nueva
oleada inmigratoria, atraída de nuevo por unas
ventajas económicas y sociales comparativas
evidentes.

Por otro lado, tras largos decenios de inten-
sa intervención, en unas sociedades instaladas
en un generalizado bienestar económico y social,
en las que además adquieren poder y predica-
mento los planteamientos neoliberales, comienza
a pensarse en la conveniencia de reducir la inter-
vención pública99, o bien de redirigirla hacia otros
fines. Por ejemplo, en Holanda, desde mediados
de los noventa, las ayudas al propietario se han
incrementado notablemente (más de un 40% de
los intereses de las hipotecas los paga el estado).
Aunque por otro lado, en la actualidad siguen
manifestándose necesidades crecientes de
viviendas asequibles y sociales en todos los paí-
ses más avanzados y los gobiernos deben seguir
sintiéndose aludidos en la responsabilidad de
proveer de VS a partir de la oportuna calificación
del uso del suelo.100

En todo caso, la Unión Europea, sin compe-
tencias directas en materia de vivienda, a través
de diferentes documentos, no deja de marcar
estrategias o proclamar el derecho de los ciuda-
danos a una vivienda digna, la seguridad en la
tenencia, la igualdad de oportunidades y el acce-
so a los servicios básicos.101 Ya no basta con el
tradicional carácter redistributivo de las políticas
de vivienda, ahora se ha de buscar también con-
vertirlas en factores de cohesión social en un
entorno urbano saludable.

Los países considerados en este estudio han
llegado a los últimos años del siglo XX con una
amplia experiencia de intervenciones públicas en
materia de VS que han quedado reflejadas en
unos parques de vivienda diversos en todos sus
aspectos materiales, en su composición social y
en sus formas de gestión, pero con el rasgo
común de plantear importantes exigencias de
rehabilitación.

El régimen de alquiler (supone un 32% del
parque de viviendas de la UE), rasgo común

98 ENGELS, 1974. 99 VEER, VAN DER; SCHUILING, 2005.
100 WHITEHEAD, 2006, pág. 11.
101 RODRÍGUEZ, 2002.
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característico de la VS en Europa (un 11,4% del
parque de viviendas total), entra en una fase en la
que va a ser cuestionado y en la que va a experi-
mentar notables retrocesos, especialmente visi-
bles en los parques ya existentes, que tienden a
ser ofrecidos en venta, para tratar de adoptar
nuevas políticas más flexibles de promoción de
viviendas sociales. Esto ha ocurrido incluso en
Holanda, donde en los últimos años las asocia-
ciones han podido vender una pequeña parte de
las VS tanto para equilibrar sus presupuestos,
como para alterar el régimen de tenencia y con-
seguir así una mayor heterogeneidad. No es, sin
embargo, una tendencia que pueda considerarse
confluyente con el modelo español, que desde el
principio, y casi exclusivamente, ha estado volca-
do hacia la propiedad. En estos países, como se
verá con más detalle, se trata de corregir la ante-
rior trayectoria suavizando el predominio del
alquiler, pero manteniendo todavía una presencia
claramente mayoritaria. Tampoco es el modelo
seguido por Alemania, Holanda y Francia. En
todos ellos está permitida la venta (controlada por
el gobierno central) de las viviendas públicas a
sus inquilinos, pero no se ha llevado a cabo, al
menos de forma intensa en ninguno de ellos
(6000 viviendas de media anual en Francia en los
últimos años o el 1% de su stock en Holanda
durante la última década).102 Se trataría en defini-
tiva, como afirman en Cecodhas (2007), de evolu-
cionar hacia un reequilibrio, un reajuste de las
tendencias históricas en aras de una mayor efi-
ciencia social y económica. Es muy diferente el
caso español, en el que la vivienda protegida en
alquiler ha tenido siempre un cierto carácter de
marginalidad.

Los intensos y dinámicos cambios sociode-
mográficos, especialmente en las formas de con-
vivencia, que se hacen muy diversas y cambian-
tes, ganan protagonismo en el proceso. Como
afirman Merlin y Trilla,103 esta nueva dinámica
demográfica está planteando algunas contradic-
ciones de las nuevas políticas de vivienda que se
están aplicando en los países europeos, todavía
basadas en ocupaciones masivas de zonas
suburbanas, con viviendas de superficie reducida
y tendiendo cada vez más a la modalidad de pro-
piedad. Las consecuencias de las transformacio-
nes familiares conducen a un nuevo modelo,
basado en la existencia de un hogar "atípico"
(frente a la familia tradicional), que más bien
reclamaría vivienda en bloque multifamiliar (no

unifamiliar), generalmente de alquiler (no en pro-
piedad) y en un entorno urbano consolidado (no
periférico). Las políticas de vivienda deberían
poder amoldarse a los dos modelos "para evitar
la segregación demográfica y para no agravar
todavía más la desestructuración familiar".104

Si aceptamos con Ghekiere y Jackson105

que "la producción de viviendas sociales preten-
de garantizar, a través de gestores específicos o
convencionales, la producción de una oferta de
viviendas públicas complementaria a la oferta
disponible en el mercado y así permitir el acceso
a la vivienda a determinados segmentos de la
demanda", los criterios de asignación de las VS
serán tanto más "estratégicos" cuanto más clara-
mente se haya definido la función de la VS; se
han de establecer con precisión los segmentos
de demanda (tope de ingresos, nivel de renta,
condiciones de necesidad, criterios de proximi-
dad o grupos sociales definidos) y los métodos
utilizados para garantizar su asignación.

En Holanda hasta los noventa (y en otros paí-
ses europeos como Dinamarca, Suecia o Irlanda),
la VS ha tenido carácter de utilidad pública, de lo
que se derivaba la ausencia de topes de ingresos
para acceder al parque de viviendas sociales, sin
menoscabo de la definición de ciertos criterios de
prioridad, asignación o localización.106 Desde los
noventa sí se aplican límites de ingresos familia-
res. Con todo, la vivienda sigue teniendo utilidad
pública, orientada a amplios segmentos de la
población107 y está respaldada por el parque de
vivienda en alquiler de mayores dimensiones de
Europa. La ausencia de limitantes hasta fechas
recientes ha propiciado que en la actualidad los
hogares que residen en esos parques sociales
tengan un nivel de renta medio (cada vez menor
como consecuencia de los límites), evitando el
estereotipo que identifica la vivienda social con
los niveles de renta muy bajos, como ocurre en
España. En Francia y Alemania (desde 1956 la
política está basada en subsidios de vivienda
federales, regionales y locales) se plantea una
concepción intermedia, orientada históricamente
a satisfacer las necesidades de vivienda de los
asalariados en un sentido amplio, pero cada vez
más sesgado hacia una demanda social estricta-
mente definida.

Otro rasgo fundamental a la hora de valorar
la política de vivienda es el que se perfila a través
de los agentes actuantes y de sus papeles. En
España no se ha conseguido salir del ámbito de

102 NIEBOER; GRUIS, 2006.
103 MERLIN, 1986. TRILLA, 2001.

104 TRILLA, 2001, pág. 38.
105 GHEKIERE; JACKSON, 1998.
106 GHEKIERE; JACKSON, 1998.
107 VEER VAN DER; SCHUILING, 2005.
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la Administración Pública. La Administración
Central establece las bases de financiación de las
viviendas protegidas. La Administración Autonó-
mica, que cuenta con competencias exclusivas
en materia de vivienda, es la encargada de la ges-
tión de la política estatal. Por su parte, la Admi-
nistración local tiene competencias en la promo-
ción y administración de su patrimonio de
vivienda y suelo,108 pero hasta la fecha su papel,
con carácter general, ha sido muy escaso.

En Francia, por ejemplo, la distribución de
competencias es clara, aunque en la práctica, se
opera desde la cooperación entre todos los orga-
nismos implicados.109 El Gobierno Central define
los objetivos, los instrumentos de intervención,
las normas y los medios financieros. La ejecución
de la política se lleva a cabo descentralizando al
nivel de Provincias (aportan las garantías necesa-
rias a los préstamos concedidos) y Municipios
(bien a través de los permisos de obra, de planes
de vivienda o como participantes en las oficinas
públicas). Desde el año 2004 (Ley 809/2004), y
dadas las diferencias regionales en el mercado de
la vivienda, se han otorgado nuevas competen-
cias a estructuras supramunicipales (áreas metro-
politanas o mancomunidades por ejemplo). En
cuanto a la financiación de las ayudas a la vivien-
da proviene de varias fuentes, tanto de carácter
público como privado:

– En primer lugar, los fondos directos del
Gobierno central. Son los Prêts conventionés que
se vinculan a los planes de ahorro-vivienda.

– La red HLM recibe préstamos a tipos redu-
cidos de la Caisse de Depôts et Consignations
(CDC), perteneciente al Estado, que se financia
con los ahorros familiares.

– Las empresas de más de diez trabajadores
están obligadas a aportar el 0,65% (antes el 1%)
de la masa salarial a la inversión en alquiler social.

– Las empresas conceden préstamos prefe-
renciales a sus trabajadores para favorecer el
acceso a la vivienda.

– Por último, las llamadas "tasas de los pro-
pietarios", con el 2,5% de los alquileres percibi-
dos y un tanto más en el caso de viviendas con
más de 15 años de antigüedad.110

En el caso de Alemania, los agentes que
intervienen en la política de vivienda no han varia-
do con el paso de los años. El gobierno central
establece el marco legal general y asigna los fon-
dos necesarios, los gobiernos regionales concre-
tan los programas de subsidios y las entidades

locales crean sus propios programas de apoyo.
Como consecuencia de las disparidades regiona-
les entre el este y el oeste se han puesto en mar-
cha medidas de implementación de las políticas
ajustadas a las realidades regionales.111 Desde el
año 2000, la simplificación del marco jurídico ha
tenido también un gran impacto sobre la VS y su
financiación (tanto en alquiler como en propie-
dad), fortaleciendo el papel de las entidades loca-
les y la intervención del parque de vivienda priva-
da.112

Los sistemas de gestión de los parques
públicos de vivienda pueden diferenciarse113

según la intervención sea directa de la entidad
local o regional, que es la propietaria de las
viviendas y garantiza su gestión directa; o bien
una intervención indirecta que se produce a tra-
vés de estructuras autónomas que disponen de
una personalidad jurídica propia, de derecho
público o privado, pero que están estrechamente
vinculadas a la administración como ocurre en
Holanda o Francia. Igualmente, en el alquiler
social se cuentan con un amplio abanico de pro-
veedores, cuyo lugar más destacado lo ocupan
las asociaciones sin ánimo de lucro: sociedades,
corporaciones y cooperativas de vivienda; y los
ayuntamientos, que paulatinamente han ido per-
diendo importancia por las dificultades de finan-
ciación, gestión e innovación frente a las entida-
des de carácter privado.114 En España la
participación de agentes privados en la gestión
de los parques públicos de vivienda brilla por su
ausencia.

En Alemania, Holanda y Francia la gestión de
los parques públicos de viviendas sociales en
alquiler se basan en el principio económico de
que las empresas (públicas o privadas) tienen que
equilibrar sus cuentas de explotación. Las rentas
deben permitir equilibrar la explotación del par-
que de viviendas de un modo duradero aunque
para ello sea necesario dispensar ayudas al inqui-
lino.115

En Holanda, por ejemplo, la gestión y propie-
dad del 85% de la VS se encuentra en 2007 bási-
camente en manos de las 568 (en 1990 había
1037 mientras que en 2001 su número había des-
cendido hasta las 701) corporaciones de vivien-
da, asociaciones cooperativas o fundaciones sin
ánimo de lucro, privadas, pero bajo un férreo con-
trol municipal, conocidas bajo el epígrafe genéri-
co de "independent not-for-profit housing asso-
ciations (HAs) o Woningcorporaties)" que en 1998

108 BILBAO; GARCÍA VALIÑAS; SUAREZ, 2006.
109 MINISTÉRE DES TRANSPORTS, 2005.
110 TRILLA, 2001, pág. 131.
111 CECOCHAS, 2007, pág. 15.

112 AVS, 2006, pág. 7.
113 GHEKIERE; JACKSON, 1998.
114 TRILLA, 2001, pág. 75.
115 GHEKIERE; JACKSON, 1998.
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gestionaban un parque de 1,8 millones de vivien-
das y en la actualidad supera los 2,4 millones,
con un tamaño medio (algunas cuentan con más
de 30.000) de más de 4600 viviendas por asocia-
ción.116

Aunque es muy estrecha la colaboración y la
relación entre el gobierno central, la administra-
ción local y las asociaciones, los primeros depen-
den de las segundas a la hora de producir (en
2003 las asociaciones entregaron el 80% de las
nuevas viviendas en Ámsterdam por ejemplo),
gestionar, transformar y mantener el parque de
VS holandés. Por esta cualidad en Holanda no se
habla de vivienda pública y sí de VS. En la actua-
lidad, la gestión de las adjudicaciones está regido
por el sistema on-line Wohningnet, por el cual el
solicitante tiene acceso a todas las viviendas dis-
ponibles y puede realizar telemáticamente la soli-
citud a intervalos temporales determinados (salvo
en casos de urgencia donde se aceptan solicitu-
des continuamente), quedando la misma en lista
de espera.

En Francia desde el año 1948 la puesta en
marcha de la política nacional de vivienda social
se delega a actores especializados, como son los
organismos públicos de HLM (un total de 293)
que en la actualidad gestionan el 90% del parque
público (más de 2,1 millones de viviendas), ya sea
bajo la responsabilidad directa de los ayunta-
mientos (57%), ya sea con compañías privadas
sin ánimo de lucro, constituidas como socieda-
des anónimas (327), sociedades cooperativas
(162), sociedades de crédito inmobiliario (107) o
sociedades de economía mixta (422). Los orga-
nismos, sean públicos, privados o mixtos, inter-
vienen en la construcción, gestión, promoción,
financiación y mantenimiento de las viviendas.
Como ocurría en Holanda hasta 1993, los orga-
nismos HLM gozan de un tratamiento fiscal espe-
cífico ya que su actividad está exenta del impues-
to sobre sociedades.117

La financiación pública de la VS es respon-
sabilidad del Gobierno Central que, como hemos
visto anteriormente, define el marco de la regla-
mentación nacional. Las autoridades locales con-
trolan la planificación urbana, como ocurre en
Holanda, dentro de su área administrativa, así
como la política de vivienda social.118 Las vivien-
das HLM en Francia han estado siempre someti-
das a alquileres fijados anualmente por el Estado,
según áreas y regiones, y han respetado el princi-
pio de contrato indefinido. Es obligatorio que

aquellas familias cuyos niveles de ingresos exce-
dan de los topes establecidos para el acceso al
parque de viviendas, paguen un suplemento del
alquiler.119

El sector de la VS en alquiler en Alemania
hace referencia un conjunto de convenios (obliga-
ciones sociales y económicas fijadas al
inversor/arrendador durante un periodo de tiem-
po determinado a cambio de una indemnización
dineraria) establecidos entre los Länder o las
grandes ciudades y una gran diversidad de inver-
sores arrendadores (sociedades de viviendas que
pertenecen a los municipios o a grandes grupos
industriales, sociedades cooperativas, inversores
institucionales, inversores privados o simples
familias arrendadoras). Desde la pérdida del privi-
legio fiscal en 1989 estos últimos y su parque han
pasado ha regirse por las normas del alquiler pri-
vado en detrimento del público. Una asociación
(Bundesband deutscher Wohnungsunternehmen)
agrupa a las diversas federaciones de empresas
y organizaciones relacionadas con el sector de la
vivienda. Actualmente la componen cerca de
3.000 empresas, de las cuales 722 son públicas,
1966 son cooperativas, 204 no municipales, 84
privadas y 23 asociaciones eclesiásticas no coo-
perativas.120

En Alemania, además de los servicios bási-
cos de alquiler y mantenimiento facilitados a los
inquilinos de VS también se ofrecen otros como el
suministro de servicios comunitarios (locales de
reunión, por ejemplo), servicios para grupos
específicos (ancianos, minusválidos, etc.), rea-
daptación de viviendas para adecuarlas a las
necesidades de la tercera edad o implicando a
los inquilinos en la gestión del parque de vivien-
das.121 Las ayudas financieras proceden de dos
formas alternativas: préstamos sin interés de ori-
gen público y financiación libre en el mercado pri-
vado.

En Holanda, el sector de la VS de alquiler se
define en sentido estricto por las viviendas que
gozan de las ventajas de la ley sobre la vivienda
de 1901. Desde 1979 se estableció en Holanda
un sistema de valoración de las viviendas, aplica-
ble a todas las viviendas del país, basado en pun-
tos para un conjunto de conceptos (superficie,
habitaciones, equipamientos e infraestructuras) y
una renta por punto fijada y revisada anualmente
por el gobierno. Los alquileres que diferían de la
valoración tenían que ajustarse progresivamente
mediante una nueva "armonización de rentas". El

116 VEER VAN DER; SCHUILING, 2005.
117 AVS, 2001.
118 AVS, 2006, pág. 16.

119 AVS, 2001.
120 CECOCHAS, 2007, pág. 16.
121 CECOCHAS, 2007, pág. 16.
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alquiler de una VS puede ser un 30% menor que
el de una de las mismas características en el mer-
cado libre.

De muy diversos tamaños, las más de 500
asociaciones administran el parque de vivienda
en alquiler en Holanda con un estatuto específico
y con una determinada inscripción en el Ministe-
rio de Vivienda que les otorga un régimen fiscal
privilegiado mediante el cual quedan exoneradas
del pago de impuestos sobre sociedades, de los
impuestos sobre permisos de construcción y de
los impuestos sobre transmisión de bienes.122

Desde 1993, la independencia financiera de las
asociaciones (respondiendo a un proceso de libe-
ralización descentralización impulsado por el
gobierno bajo el lema "Más mercado y menos
gobierno") quedó zanjada con el acuerdo de Bru-
tering (1993).123 Este acuerdo se firmó por el
gobierno, dos federaciones nacionales de vivien-
da y la Mancomunidad de Municipios Holandeses
(VNG) y sirvió para regularizar el dinero recibido
por las asociaciones y la devolución de los prés-
tamos concedidos por el gobierno (una operación
de más de 17.000 millones de euros en un solo
año). Desde entonces, estas asociaciones han
operado como empresas sociales, y sus activida-
des se apoyan en una amplia estructura de
garantía independiente del Gobierno Central for-
mada por el Fondo de Garantía Social de la
Vivienda (WSW), y del Fondo Central de la Vivien-
da (CFV), una estructura administrativa que facili-
ta el apoyo financiero y ayuda a los proyectos.124

Los subsidios a la construcción fueron totalmen-
te abolidos, salvo para aquellos casos de renova-
ción urbana.

La evolución de las asociaciones ha mostra-
do su gran solvencia económica, que las llevó a
adquirir nuevas obligaciones (atención al cliente,
supervisión interna o gestión de la tesorería) y a
separar actividades lucrativas de las que no crean
beneficios (que están exentas de impuestos). Su
funcionamiento independiente y transparente las
ha hecho diversificarse, haciendo una interpreta-
ción más amplia de sus competencias (alojamien-
tos para la tercera edad, desarrollo de proyectos
sociales, pero también inmobiliario, oficinas, cen-
tros comerciales u otros similares). También
desde hace apenas dos años, las asociaciones
no cuentan con exenciones fiscales (impuestos
corporativos, de transferencias, etc.) y se han
reducido drásticamente los subsidios. Son rele-
vantes las fórmulas aplicadas por algunas asocia-

ciones para abaratar o suavizar el paso a la pro-
piedad de parte de su patrimonio. Entre ellas
están la propiedad compartida, la propiedad
socialmente vinculada o el alquiler con opción a
compra, que bien conocemos en nuestro país.125

En el campo de la VS también es de desta-
car el papel activo de las entidades locales que
administran directamente un patrimonio (255.000
viviendas) esencialmente construido en el perio-
do de entreguerras e inmediatamente después de
la 2ª Guerra Mundial. En la actualidad los ayunta-
mientos ya no construyen más viviendas y el par-
que va siendo transferido paulatinamente a las
asociaciones. Desde hace algunos años, las enti-
dades locales de áreas con problemas económi-
cos y sociales se han visto obligadas a tener un
papel más activo en los procesos de gestión del
parque de viviendas social (aportación de terre-
nos, concesión de subvenciones complementa-
rias, etc.).126

En Alemania la administración pública se
implica mediante el control de sociedades, aso-
ciaciones y cooperativas privadas, además de
sociedades anónimas sin ánimo de lucro y de
inversores privados, personas físicas o jurídi-
cas.127 En los últimos años, la política de vivienda
en Alemania se centra en la evolución del merca-
do, tratando de minimizar las diferencias existen-
tes a nivel regional. Como afirma la AVS,128 "el
objetivo político es promover el acceso a la pro-
piedad cuando se alcanza la edad de jubilación,
el apoyo a las familias con bajos ingresos asig-
nándoles vivienda, y la promoción de la VS y coo-
perativa".

HOGARES Y PARQUE DE VIVIENDAS
Los hogares y las viviendas, sus números, sus
tipos y sus características constituyen los dos
elementos básicos de partida para afrontar el
análisis comparado de los problemas y de las
diferentes situaciones en las que enmarcar las
actuaciones en materia de vivienda protegida
de los diferentes países considerados. Se hace
preciso, por tanto, señalar, algunas de las
dimensiones fundamentales de los hogares
(necesidad) y del parque de viviendas (oferta de
alojamiento).

En primer lugar hay que recordar las limita-
ciones que para establecer comparaciones signi-
ficativas imponen las disparidades existentes a la
hora de definir los conceptos de hogar y vivienda
en los diferentes países.

122 GHEKIERE; JACKSON, 1998.
123 AVS, 2001.
124 AVS, 2006, pág. 21.

125 TRILLA, 2001, pág. 83.
126 GHEKIERE; JACKSON, 1998.
127 GHEKIERE; JACKSON, 1998.
128 AVS, 2006.
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Moviéndonos entre indicadores básicos,
resulta significativo el número de viviendas por
cada mil habitantes. España destaca como el
país con mayor dotación de viviendas de toda
Europa (509,8 por mil habitantes) muy por encima
de las cifras de otros países como Holanda
(415,9). Esta circunstancia se intensifica en la
relación de viviendas no principales (160,4 en
España frente a 38,1 en Alemania y 9,0 en Holan-
da), consecuencia, en buena medida, del peso
que tiene el carácter turístico de buena parte del
territorio español, que es sede de segundas resi-
dencias de ciudadanos de otros países.

Si nos remitimos al dato de las viviendas
principales, la situación se invierte. Alemania
(434,1) y Holanda (406,9) presentan valores clara-
mente superiores al de España (349,4). A las dis-
paridades geográficas y culturales entre los paí-
ses nórdicos y meridionales de Europa hay que
añadir ahora el diferente tamaño medio del hogar
en el norte y el sur de Europa.

Los datos globales sobre la superficie media
de las viviendas indican una cierta homogenei-
dad: Francia (89,6 m2), Alemania (89,7 m2) y Espa-
ña (90,0 m2) presentan valores casi idénticos,
mientras Holanda sobresale por un tamaño
medio superior (98,0 m2). En todo caso hay que
reiterar que se trata de indicadores de valor
medio excesivamente sintéticos y escasamente
expresivos. Sería necesario disponer de informa-
ción en la que se tuvieran en cuenta las tipologí-
as de viviendas y de hogares.129

Los datos de habitaciones por persona dan
una dimensión más concreta de la densidad en el
uso de la vivienda, que permite confirmar la
homogeneidad entre países.

El régimen de tenencia de la vivienda es uno
de los más nítidos reflejos de la política de vivien-
da aplicada a lo largo del tiempo y no una conse-

129 LAMOTHE; DE LUNA, 2006, pág. 153.
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Tabla 6 Viviendas por mil habitantes

Total Viviendas Otras
viviendas principales viviendas

Alemania 472,2 434,1 38,1
España 509,8 349,4 160,4
Francia 479,2 397,5 81,7
Holanda 415,9 406,9 9,0
UE-15 468,4 396,0 72,4

Fuente: MARTÍNEZ et al., 2006

Tabla 8 Habitaciones* por persona y régimen de
tenencia de la vivienda (2001)

Total Propiedad Alquiler
UE-15 2,0 2,0 1,8
Alemania 1,9 2,1 1,8
España 1,9 1,8 2,1
Francia 2,0 2,1 1,7
Holanda 2,6 2,6 2,7

* Deben incluirse: dormitorios, comedores, salones, cuartos de estar…así como trastearos,
sótanos y desvanes, que teniendo 4 m2 o más y acceso desde el interior de la vivienda, sean
utilizados para fines residenciales. Se excluyen cuartos de baño o aseo, cocinas, terrazas,
pasillos, vestíbulos, vestidores, despensas y aquellas habitaciones de uso profesional.

Fuente: EUROSTAT, Panel de Hogares de la Unión Europea

Tabla 9 Régimen de tenencia de la vivienda según los ingresos de los hogares (2001). Porcentajes horizontales

TOTAL MENOS DE 60% (*) MÁS DEL 140% (*)
Propiedad Alquiler Cesión Propiedad Alquiler Cesión Propiedad Alquiler Cesión

gratuita gratuita gratuita
UE-15 64,0 32,1 3,9 50,1 43,3 6,5 73,5 23,5 3,1
Alemania 64,0 32,1 3,9 50,1 43,3 6,5 73,5 23,5 3,1
España 64,0 32,1 3,9 50,1 43,3 6,5 73,5 23,5 3,1
Francia 64,0 32,1 3,9 50,1 43,3 6,5 73,5 23,5 3,1
Países Bajos 64,0 32,1 3,9 50,1 43,3 6,5 73,5 23,5 3,1

* En relación con el ingreso mediano.

Fuente: EUROSTAT, Panel de Hogares de la Unión Europea

Tabla 7 Superficie media de las viviendas

(m2)
Alemania (2003) 89,7
España (2001)* 90,0
Francia (2002) 89,6
Holanda (2000) 98,0

* Estimación a partir del Censo
Fuente: BOVERKET, 2005



cuencia de factores culturales. La distribución del
parque por regímenes de cesión pone en su
punto culminante la divergencia del caso español.
Los elevados porcentajes de viviendas en propie-
dad y la presencia testimonial del alquiler consti-
tuyen el rasgo más característico a la hora de
definir la problemática de la vivienda en España.
Es interesante observar cómo Francia y Alema-
nia, con niveles de PIB/cápita entre los más ele-
vados de Europa cuentan con porcentajes de
propietarios por debajo de la media europea. Por
el contrario, España, con una renta inferior, pre-
senta unas tasas de propiedad mucho más
altas.130 Igualmente, a diferencia de lo que ocurre
en el resto de Europa, donde las mayores propor-
ciones de vivienda en propiedad corresponden a
los mayores niveles de renta, en España en los
niveles de renta más bajos se mantienen las mis-
mas proporciones de propietarios.

Como no podía ser de otra manera, la pro-
blemática de la vivienda se manifiesta también en
España en que los hogares tienen que soportar
unas mayores cargas financieras. Sólo un 16,5%
están libres de tales cargas, mientras que en la
media europea esa proporción se acerca al 50%,
destacando nuevamente Holanda con un 76,2%.

Un aspecto muy relevante en la dinámica
actual de las políticas de vivienda en el conjunto
de los países estudiados es la antigüedad de los

distintos parques de viviendas. Conviene desta-
car el importante peso de las viviendas construi-
das con anterioridad a 1970: alrededor del 50%
del parque total en Francia, Holanda y España y
del 75% en Alemania. En Francia el 90% del par-
que de viviendas sociales en alquiler ha sido
construido con posterioridad a 1945. Hay que
señalar también que en Francia y en España hay
una fuerte concentración espacial en las grandes
ciudades, coincidiendo la antigüedad y el deterio-
ro del parque con la pobreza de los hogares.131

Sin duda el gasto en vivienda en relación con
el PIB es un primer indicador de la intervención
pública en materia de vivienda. Mientras que en
España destaca la inversión residencial con un
8,8% del PIB, la inversión pública ofrece unos
registros sensiblemente menores a los de otros
países. En Holanda (al igual que ocurre en el
Reino Unido y en Suecia) los porcentajes del PIB
reflejan las fuertes exigencias del mantenimiento
y la gestión de un importante parque público de
VS. Esta misma realidad se manifiesta, aunque de
forma menos intensa en Alemania y Francia.

NUEVOS DERROTEROS DE LA POLÍTICA DE VS
Inevitablemente, las actuales políticas de VS y
sus posibles innovaciones estarán condicionadas
por la inercia de las actuaciones realizadas en los
últimos 50 años. Aún cuando sea deseable, al

130 TRILLA, 2001, pág. 73. 131 GHEKIERE; JACKSON, 1998.
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Tabla 10 Hogares por tipo de carga financiera* debido
a costes de la vivienda (2001). Porcentajes
horizontales

Carga elevada Carga molderada Sin carga
UE-15 17,4 35,8 46,8
Alemania 14,2 44,7 41,0
España 26,2 57,4 16,5
Francia 14,6 27,9 57,5
Holanda 3,1 20,7 76,2

* Porcentaje sobre el salario de la cuota hipotecaria calculada en cada plazo de amortización
sobre el MIBOR medio para un 70% del precio de una vivienda libre de 105 m2.

Fuente: EUROSTAT, Panel de Hogares de la Unión Europea

Tabla 12 Gasto público en vivienda. Porcentajes del PIB

Inversión en vivienda Inversión pública en vivienda
(2007) (1996)

Alemania 5,2 1,40
España 8,8 0,98
Francia 4,6 1,80
Holanda 6,3 3,20

Fuente: TRILLA, 2001 y ASPRIMA et al. 2007

Tabla 11 Antiguedad del parque de vivienda (2002). En porcentaje

<1919 1920-1945 1946-1970 1971-1980 1981-1990 >1990

Alemania 14,6 12,6 47,2 10,9 14,6 SD

España 8,9 4,2 33,5 24,1 13,6 15,7

Francia 19,9 13,3 18,0 26,0 10,4 12,4

Fuente: BOVERKET, 2005



igual que en otros procesos sociales, crear mar-
cos de convergencia entre las políticas de los
diferentes países de la Unión Europea, lo cierto es
que el peso de las estructuras jurídicas, adminis-
trativas y, sobre todo, los parques de vivienda
existentes, harán difícil una adaptación homogé-
nea a las nuevas situaciones sociales y económi-
cas, aun cuando pueda haber, como de momen-
to hay, una coincidencia generalizada de los
planteamientos neoliberales, en favor de una
menor intervención,132 de la privatización del
patrimonio público y de un creciente apoyo a la
propiedad (con algunas notables excepciones
como Dinamarca y Suecia que no cuentan con
ninguna ayuda directa para la adquisición de la
vivienda principal.133 Todo ello como consecuen-
cia de los cambios que se vienen produciendo en
la concepción del Estado del bienestar en gran
parte de Europa.134

El Tratado de Maastricht y los criterios de
convergencia han obligado a los países miem-
bros a numerosos recortes en las asignaciones y
presupuestos públicos lo que se ha notado con
mayor claridad en determinados sectores como
es el caso de las políticas de vivienda.135 Los fon-
dos gubernamentales, menos abundantes, pasan
a ser subvenciones específicas en vez de genéri-
cas, focalizándose en los grupos socioeconómi-
cos más desfavorecidos. Como se afirma en la
publicación de la AVS, 2006, el objetivo de la polí-
tica de vivienda cambia a "facilitar y permitir el
acceso a la vivienda" en vez de "provisión de la
vivienda".

La modalidad de tenencia incide de manera
muy intensa en los sistemas de financiación. En
los países en los que predomina el alquiler social,
se ha ido evolucionando desde la promoción a
través de fondos presupuestarios públicos a la
financiación privada, normalmente a través de
subsidios de intereses o con la garantía última del
Estado. Estas reducciones en las inversiones
comenzaron ya en los ochenta en países como
Reino Unido o Alemania, y se han ido extendien-
do, agravando los problemas de conservación de
las viviendas y de segregación social.

La relación entre los volúmenes de vivienda
en propiedad y en alquiler, especialmente la de
carácter social, evolucionan en favor de las pri-
meras. Los diferentes países tratan de buscar
un mejor punto de equilibrio óptimo136 para

hacer frente a los problemas derivados de un
parque excesivamente sesgado en uno u otro
sentido. La gran carga financiera que han de
soportar los países con mayores parques de VS
se contrapone a los graves problemas de acce-
so a la vivienda en aquellos países, como Espa-
ña, en los que prácticamente no existe vivienda
en alquiler.

En todos los países europeos las proporcio-
nes de propietarios registran una tendencia alcis-
ta (tanto en Holanda, como en Francia y Alemania
se producen desgravaciones fiscales de los inte-
reses de los préstamos hipotecarios). Los valores
de Alemania, Francia y Holanda en 1980 eran un
39%, un 47% y un 42%, respectivamente, clara-
mente inferiores a los de 2001 (ver Tabla 9). Sólo
en Alemania, Holanda y Suiza la ocupación en
propiedad no es la dominante.137 Además hay
que contar con la incorporación de los países del
Este (Hungría, Lituania o Eslovenia), con propor-
ciones de propietarios incluso superiores a la de
España.

En Alemania el abundante parque público de
viviendas perteneciente a la ex RDA ha sido des-
mantelado y transferido a gestores independien-
tes, sociedades de vivienda o cooperativas de
vivienda, en un claro proceso de privatización.
Casi tres millones de viviendas pierden la titulari-
dad pública y adquieren deliberadamente la titu-
laridad privada con un reajuste de los precios de
los alquileres gracias a la instauración ayudas a la
vivienda. Para ello ha sido necesario resolver la
difícil cuestión de la propiedad de las viviendas.
De acuerdo con la "Ley sobre el tratamiento de
antiguas deudas de la antigua RDA" cerca de un
15% del stock de viviendas públicas (situadas en
los denominados Nuevos Länder) deben privati-
zarse. Como a menudo los ocupantes no están
en disposición de comprar la vivienda (a pesar de
las asignaciones económicas directas estableci-
das –10.000 marcos para una familia de 4 miem-
bros–, aplicadas con independencia de las ayu-
das fiscales establecidas por el gobierno central),
ha sido necesario encontrar fórmulas cooperati-
vas, sociedades de vivienda y gestores indepen-
dientes. A ello habría que sumar la necesidad de
modernizar otro dos tercios del stock de vivien-
das, que se afronta a través de un plan especial
centrado en la concesión de créditos a muy bajo
interés.138

132 SCANLON; WHITEHEAD, 2004. En el caso de Madrid, es
manifiesto el desinterés absoluto por parte de Instituto
de la Vivienda (IVIMA) y de la Empresa Municipal de
Vivienda y Suelo (EMVS) por promover, construir y ges-
tionar directamente vivienda pública. UGT, 2001, pág. 15.

133 MINISTERIO DE FOMENTO, 1997, pág. 40.

134 WHITEHEAD, 2003.
135 RODRÍGUEZ, 2002.
136 TRILLA, 2001, pág. 54.
137 WHITEHEAD, 2006, pág. 6. NORRIS; SHIELS, 2004,

pág. 5.
138 AVS, 2001.
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En todos los casos se puede percibir una
clara tendencia a la baja en los parques de alqui-
ler, pero no así del alquiler social, que sólo dismi-
nuye en Alemania. Dicha reducción se produjo
sobre todo tras la reforma política basada en la
Segunda Ley de Vivienda, llevada a cabo en
1997. Desde entonces se ha producido una signi-
ficativa reducción gradual del parque de VS y del
número de construcciones.139 En Francia y en
Holanda la proporción de alquiler social ha creci-
do desde la década de los sesenta hasta la
actualidad.

El descenso del alquiler privado ha sido
menos pronunciado en aquellos países (entre los
que no figuraría España) que han desarrollado
subvenciones (llamadas housing allowances,
wohngeld u otras). La intervención pública ha
sido fundamentalmente reguladora, mediante el
control de los alquileres, las subvenciones, los
estímulos a la promoción y a la rehabilitación. El
primero de ellos es sin duda el instrumento más
utilizado. En Alemania se aplica el sistema del
"alquiler comparable", fijado por las autoridades
locales basándose en la media de viviendas aná-
logas durante un periodo de 3 años (en el ámbito

público su equivalente sería el "alquiler social",
determinado políticamente). En Francia, la Ley
Mermaz-Malandrin (1989) sirvió para equilibrar
los intereses de inquilinos y arrendadores (las
viviendas HLM han estado siempre sometidas a
alquileres fijados anualmente por el Estado).

Parece oportuno tomar a Francia como pri-
mer referente de los nuevos planteamientos en
relación con la política de vivienda. Desde 1997
se viene consolidando una reforma en profundi-
dad que persiguiendo garantizar el derecho a una
vivienda digna, incluyendo el acceso a la propie-
dad y favoreciendo la producción de viviendas en
alquiler (tanto privadas como sociales), pretende
también incidir sobre el derecho real de elección
en cuanto a localización y tipología. El proceso
culmina con el reconocimiento legal del derecho
subjetivo a una vivienda reclamable ante los tribu-
nales de justicia. Es la equiparación del derecho a
la vivienda con otros ya consolidados como el
derecho a la educación o el derecho a la sanidad.

La política francesa mantiene su marcado
carácter centralista. En la actualidad, su diseño
global es elaborado por el Estado, dejando su
aplicación y gestión a los diferentes departamen-
tos franceses. Las regiones no poseen compe-
tencia en materia de vivienda aunque pueden
aportar dotaciones presupuestarias al respecto.
Las autoridades locales controlan la planificación
urbana dentro de su límite territorial, así como la
política de vivienda local. Además, desde el
2005, también cuentan con plena autonomía
financiera.140

En Francia existe un complejo sistema de
ayudas públicas destinadas a: a) facilitar el acce-
so al alquiler, tanto público como privado; b) favo-
recer la rehabilitación de las viviendas a los pro-
pietarios-ocupantes; y c) potenciar el acceso a la
vivienda en régimen de propiedad. Junto a ello se
han implementado acciones destinadas a reducir
el número de viviendas vacías.

Aparentemente no es un panorama muy
diferente al que configura la política de vivienda
en España. Desde la administración central se
legisla para favorecer el fomento de la vivienda
protegida, para favorecer el acceso a la vivienda,
en propiedad o en alquiler, y para rehabilitar
aquellas que se encuentran en un estado de
degradación. Pero, del 1% de inversión en vivien-
da, el 70% se destina a ayudas fiscales a la com-
pra y sólo un 30% a la inversión directa en vivien-
da pública.141

139 AVS, 2006, pág. 7. 140 AVS, 2006, pág. 16.
141 UGT, 2001, pág. 62.
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Tabla 13 Evolución del parque de vivienda en alquiler
(% sobre parque de viviendas principales)

1960 1970 1980 1990 2003

Alemania (RFA)
Alquiler social 15 22 16 13 6
Alquiler privado 47 46 46 47 51
Total alquiler 62 68 62 60 57

España
Alquiler social 2 2 2 2 1
Alquiler privado 41 28 19 14 10
Total alquiler 43 30 21 16 11

Francia
Alquiler social (HLM) 4 10 14 16 17
Alquiler privado 33 29 26 22 21
Otros alquileres* 82 18 10 9 6
Total alquiler 59 57 50 47 44

Holanda
Alquiler social 26 31 39 38 35
Autoridades locales 12 12 9 -- --
Housing associations 14 19 30 -- --
Alquiler privado 41 34 17 17 12
Total alquiler 67 65 56 55 47

(*) Viviendas cedidas por las empresas o de alquiler gratuito

Fuente: WHITEHEAD, 2006 y TRILLA, 2001



PROBLEMAS ACTUALES DE ACCESO A LA VS
La orientación de casi todas las políticas de
vivienda europeas en favor de una mayor propor-
ción de propietarios, con medidas de estímulo a
la compra de vivienda ha incidido en su encareci-
miento y en un fuerte endeudamiento y puede
interpretarse como un mecanismo de reducción
de las responsabilidades del Estado.

Parece que, en la mayor parte de los países
europeos en las últimas décadas, el incremento
del precio de la vivienda, y del esfuerzo inversor
de las familias, debe vincularse a la presión de
demanda de vivienda de compra.142 Aunque el
punto de partida pudiera ser la disminución histó-
rica de las tasas de interés a escala global duran-
te los últimos quince años, también existen otros
múltiples factores que lo explicarían con mayor
precisión en cada caso. En España, además del
crecimiento económico general, habría que incor-
porar el incremento de la renta de los hogares por
la incorporación de la mujer a la actividad econó-
mica, duplicando prácticamente la capacidad de
endeudamiento familiar. Según informes del
Banco Central Europeo de mayo de 2003, Espa-
ña aparece a la cabeza de los países europeos
que presentan un mayor crecimiento de los pre-
cios reales de la vivienda, con una tasa interanual
del 10,9% en el periodo 1998-2002.143 Según
datos publicados en The Economist en 2002,
España es el país que mayor incremento de pre-
cios de la vivienda ha experimentado desde 1980
(726% en valor nominal y 124% en valor real).144

La liberalización de los mercados financieros
ha permitido la integración de los mercados resi-
denciales en el sistema mundial y ha incrementa-
do el volumen de los préstamos hipotecarios en
prácticamente todos los países europeos. Como
consecuencia se han producido situaciones de
riesgo ante el elevado endeudamiento de las
familias. Kim (2004) señala que, en la Unión Euro-
pea, la deuda hipotecaria pendiente representa
un promedio del 39 por ciento del PIB. En Alema-
nia ese porcentaje se elevaría hasta el 70%, en
Holanda al 67%, en España al 31% y en Francia
al 20%. Más llamativas son aún si cabe las cifras
si hablamos en términos de endeudamiento de
los hogares, lo que podría llegar a tener efectos
significativos sobre el consumo en la medida en
que las familias comiencen a tener dificultades
económicas.145

La deficiente gestión financiera y el excesivo
gasto público, la mala conservación de los edifi-

cios, la segregación de ciertos colectivos (para-
dos, pobres, minorías, etc.) o la escasa movilidad
demográfica, son algunos de los principales pro-
blemas tradicionalmente vinculados a los par-
ques públicos de VS. En ellos han fijado sus prin-
cipales objetivos las actuales políticas de
vivienda en el marco del estado de bienestar.

Frente a las tendencias de los últimos años,
sigue siendo prioritario el alquiler social, dadas
las difíciles condiciones de acceso a una vivienda
en propiedad para determinados estratos socia-
les (jóvenes y bajos niveles de renta) en casi
todos los países europeos. Ahora bien, tal y como
señala Trilla (2001), es preciso significar las dife-
rencias existentes entre los parques públicos de
los distintos países. Cuando se señala la necesi-
dad de más VS en alquiler hay que subrayar que,
aunque los motivos de preocupación son los mis-
mos, las diferencias en la situación de partida
(Francia, 17% y España, 2%) obligan a pensar en
realidades totalmente diferentes. En España, más
que de intensificar la oferta se trataría de crear ex
novo un tipo de oferta tan necesaria como inexis-
tente.

El alquiler privado necesita también de
incentivos políticos, mediante ayudas fiscales y
de otro tipo, que le posicione como alternativa
viable, especialmente en los países, como Espa-
ña, donde su peso es insuficiente para diversificar
adecuadamente la oferta. En España junto con la
escasez de la oferta se ha producido un fortísimo
incremento del precio de los alquileres (un 84%
en la última década, frente a un 26% en Francia o
un 35% en Alemania), lo que unido a la escasísi-
ma presencia del alquiler público, redunda en la
mayor dificultad de determinados segmentos de
la población para acceder a una vivienda.146

Ya no es suficiente con el objetivo considera-
do como válido durante mucho tiempo de garan-
tizar una vivienda para cada hogar.147 La dinámi-
ca sociodemográfica ha ido configurando un
panorama de mayor complejidad y variabilidad en
el que destacan la reducción del tamaño medio
del hogar, el aumento del número de hogares uni-
personales, los cambios en las pautas de eman-
cipación de los jóvenes, el aumento de las convi-
vencias provisionales, el alargamiento de la
autonomía residencial de las personas mayores y
una fuerte y diversa demanda inmigratoria. Todo
ello obliga a incrementar esfuerzos dirigidos no
sólo a atender un determinado volumen de
demanda, sino a satisfacer necesidades muy

142 TRILLA, 2001, pág. 105.
143 GARCÍA; MATAS; RAYA; RAYMOND et al., 2006.
144 RODRÍGUEZ, 2002.
145 WHITEHEAD, 2006, pág. 10.

146 ASPRIMA; AFI, 2003, pág. 56.
147 TRILLA, 2001, pág. 20.
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diversas y cambiantes. Las políticas de vivienda
han de hacerse mucho más plurales y diversas
para hacer frente además de a la necesidad de
alojamiento a la exigencia de propiciar la cohe-
sión social y una adecuada estructura del espacio
urbano. Habrá que pensar cada vez más en las
políticas de vivienda a la medida de diferentes
colectivos como instrumento de integración.

Además de estas cuestiones, también sur-
gen alrededor de la vivienda diferentes problemá-
ticas específicas de cada uno de los países estu-
diados. Así, por ejemplo, en Francia, en relación a
la gestión del patrimonio social varios son los
principales problemas que se pueden encontrar.
El primero tiene que ver con los criterios de adju-
dicación de las viviendas (composición del hogar,
nivel de ingresos y lista de espera). Suelen quedar
fuera del sistema las familias numerosas (casi
siempre inmigrantes) con bajos ingresos por
inadecuación "intencionada" (por ley este tipo de
familias no pueden residir en viviendas de reduci-
das dimensiones. Los municipios construyen sólo
este tipo de viviendas y así solventan el "proble-
ma" de la oferta. También es habitual que los ges-
tores seleccionen a los inquilinos con niveles más
elevados para evitar situaciones de impago.

En cuanto a los límites fijados de acceso, a
diferencia de Holanda, una vez adjudicada la
vivienda (casi dos tercios de los adjudicatarios no
supera el 60% del límite máximo fijado) el impor-
te del alquiler se establece en función de los
ingresos familiares y evoluciona con ellos. No se
echa al inquilino si rebasa los límites. Simplemen-
te se le hace pagar un suplemento. El alquiler no
se hereda pero no se puede obligar a un inquilino
a marcharse de una vivienda salvo conflictos gra-
ves de comportamiento o impagos.

En Francia se manifiestan serios problemas
en relación con la falta de heterogeneidad social
de las áreas de vivienda pública. Se ha venido
intensificando una tendencia a la homogeneiza-
ción (social y económica), que no había existido
en periodos anteriores cuando la población que
accedía a las viviendas HLM era de clase media.
En la actualidad, la espiral de desfavorecimiento
ha llevado a que sea la población de clases más
bajas la que vaya ocupando las viviendas vacan-
tes, produciéndose un fenómeno de "empobreci-
miento" notable que ha desembocado en graves
disturbios públicos. La dificultad de establecer
una adecuada mezcla social en las áreas de
vivienda pública ha llevado a situaciones dispa-

res entre los municipios. Algunos han optado por
introducir viviendas privadas en zonas públicas o
viceversa, mientras que otros han planteado
viviendas sociales destinadas a ciertos colecti-
vos (estudiantes, hogares monoparentales o
ancianos) para evitar la llegada de población
desfavorecida a sus municipios, realizando así
una "trampa legal" a la obligación establecida
por ley de albergar un 20% de viviendas HLM en
su municipio.

En Holanda, los problemas de gestión públi-
ca se focalizan en torno al sistema de asignación
por puntos (en ciudades como Rótterdam se ha
cambiado por el sorteo), que presenta efectos
segregadores por niveles de renta y de la calidad
de la vivienda. Existe un tope de ingresos (hasta
30.000 €/año) para acceder a una VS. Sin embar-
go, una vez que se accede ya no se vuelve a tener
en cuenta (el alquiler más caro es de unos 600 €
al mes y los subsidios más altos pueden llegar a
los 250 €/mes). En las ayudas a los propietarios,
también se ponen de manifiesto carencias por la
ausencia de límites en las deducciones de los
intereses hipotecarios (con independencia de los
ingresos y del precio de la vivienda).

Los mayores conflictos se producen en el
acceso de la clase media (ingresos entre 30.000 y
50.000 €/año), que supera los límites económicos
de la VS pero tienen grandes dificultades para
acceder al mercado libre. Las listas de espera
para acceder a una VS son lentas, pudiendo pro-
longarse varios años (un primer inquilino en Áms-
terdam espera 6 ó 7 años de media). También se
manifiestan carencias a la hora de proceder a
traslados de vivienda por cambios en el tamaño o
en las condiciones familiares. A pesar de las posi-
bilidades que se establecen para cambiar de resi-
dencia, hay graves dificultades por el predominio
de viviendas reducidas (la mayor parte son de 2
dormitorios en las ciudades y de 3 en el medio
rural) y por el tiempo de espera (un segundo
inquilino en Ámsterdam espera 13 años de
media). Los cambios suelen suponer incremento
del alquiler (en los casos de matrimonio se puede
incrementar entre un 75 y un 200%). Toda esta
regulación del sistema responde con muchas difi-
cultades las rupturas de pareja.

La mayor independencia respecto a perio-
dos anteriores ha llevado a las asociaciones de
vivienda a diversificar sus actividades llegando
incluso a invertir fuera de Holanda en atención a
los jubilados holandeses.
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A diferencia del caso francés, en Holanda
todavía existe un notable heterogeneidad social,
étnica, familiar e incluso en las formas de tenen-
cia (caseros, alquilados y propietarios en una
misma promoción), pero sí hay homogeneidad en
los bajos ingresos y en el elevado porcentaje de
personas mayores (del orden del 50% con pers-
pectivas de un 70%).

En Alemania, sobre todo en la parte occiden-
tal, la fuente principal de problemática de la vivien-
da es el déficit de viviendas de coste moderado
como consecuencia de la inmigración recibida
durante los noventa y de la relajación del control de
alquileres.148 Además, y como ocurre en otros
casos, en Alemania también se sufre el anclaje de
las familias a la VS, a pesar de un aumento de los
ingresos familiares y de la superación de los límites
originales de acceso a la misma. Como ocurre en
Holanda, también se ha establecido una tasa
específica para estos hogares.

Alemania cuenta además con el problema
añadido de las exigencias de la reunificación y la
fusión de dos mercados de vivienda de caracte-
rísticas muy diferentes. En la actualidad, y como
consecuencia de ello, se padecen importantes
diferencias regionales. Así, en los Nuevos Länder
(ex RDA) predominan el exceso de oferta, los pre-
cios bajos (tanto de compra como de alquiler) y
una escasa dinámica. Por el contrario, en el occi-
dente el mercado es mucho más dinámico y los
incrementos de la demanda son moderados.149 El
verdadero reto está en conseguir unas condicio-
nes de alojamiento y de vida equitativas entre
ambas partes.

MEDIDAS POSITIVAS DE APOYO A LA VS
Podría decirse que desde 1997 la política de
ayuda a la vivienda experimenta en Francia
algunas modificaciones sustanciales acordes
con los nuevos objetivos: dar una mejor res-
puesta a la diversidad de las necesidades y
poner en valor las viviendas vacías, mediante el
Statut du bailleur prive (estatuto del arrendador
privado) de 1999, que ofrece algunas ventajas
destacadas como la creación de una nueva
modalidad de préstamo para la construcción de
viviendas sociales en alquiler, la ampliación del
periodo de amortización del préstamo (pasa de
32 a 50 años), además de bajadas de los tipos
de interés.150

La Ley relativa a la Solidaridad y a la Reno-
vación Urbana (SRU) fue planteada con el objeto

de favorecer la heterogeneidad urbana y la diver-
sificación geográfica de la VS en las ciudades
francesas de más de 50.000 habitantes. Se exige
un porcentaje mínimo del 20% de viviendas
sociales en relación al total edificado, pero está
previsto acoger en las mismas promociones
hogares de recursos económicos diversos. Den-
tro de las nuevas operaciones, el 30% de las
viviendas deberán ser ocupadas por hogares con
recursos inferiores al 60% de los límites impues-
tos para acceder a las viviendas de HLM, pero el
10% será accesible para los hogares que los
superen ligeramente, con ello el total de nuevas
VS se hace accesible a las dos terceras partes de
los hogares franceses.151

Para movilizar el parque de alquiler privado
se establecen tasas a pagar por los propietarios
de viviendas que permanecen vacías por más de
dos meses, cuando estén situadas en aglomera-
ciones de más de 200.000 habitantes, con creci-
miento de la población positivo y sea baja la ofer-
ta de viviendas de alquiler en el sector privado
con respecto a la demanda existente. Las tasas
varían en función del periodo de desocupación,
siendo del 10% del valor catastral durante el pri-
mer año, del 12,5% durante el segundo y del
15% a partir del tercero. Lo recaudado engrosa
los fondos de la Agence National pour l'Ameliore-
ment de l'Habitat (ANAH). Para las situaciones de
acumulación de viviendas privadas vacantes se
establecen procedimientos para requisar las
viviendas.152 El Prefecto podrá requisar durante
un periodo máximo de 6 años (que podría llegar a
12 si se efectúan importantes obras de rehabilita-
ción) aquellos inmuebles que permanezcan vací-
os más allá de 18 meses.

Son medidas claramente persuasivas com-
plementadas con la intervención, como gestores
del alquiler, de agentes de VS (organismo HLM,
colectividad, sociedad de economía mixta u otro
organismo escogido por el Estado) que estable-
cerá un contrato de arrendamiento con el inquili-
no por un año, prorrogable hasta el plazo máximo
determinado, estableciendo a la vez una com-
pensación al propietario del inmueble, en función
de la superficie útil y una vez deducidos los gas-
tos de rehabilitación y gestión. Finalizado el
periodo de requisa, el organismo que lo gestiona
tendrá que renegociar con el propietario u ofrecer
otra vivienda al inquilino.

De manera similar, en el Reino Unido la
Empty Home Agency, como entidad sin ánimo de

148 TRILLA, 2001, pág. 161.
149 CECODHAS, 2007, pág. 14.
150 AVS, 2001.

151 RODRÍGUEZ, 2002
152 RODRÍGUEZ, 2002.
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lucro creada en 1992, se ocupa de intermediar
entre los distintos implicados: propietarios de
viviendas vacías, autoridades locales y asociacio-
nes de vivienda (housing associations), para la
búsqueda de soluciones innovadoras en relación
al problema de la vivienda vacía.153 Las medidas
del gobierno inglés se instrumentan mediante
incentivos fiscales a los propietarios privados o,
en su defecto, la penalización a los propietarios
que mantengan las viviendas vacías voluntaria-
mente (se publica la información de las viviendas
privadas vacías).

Similares, e incluso más agresivas medidas,
se llevan también a cabo en países como Suecia
(se pueden llegar incluso a demoler las viviendas
vacías), Dinamarca (penalizaciones a las vivien-
das que estén vacías más de 6 semanas) o Italia
(penalizaciones de hasta 6.000 €). Son medidas
todas ellas con un alto grado de dificultad para su
aplicación y sobre las que todavía es pronto para
poder valorar los resultados que puedan llegar a
tener.

La ley francesa de Urbanismo y Vivienda
(2003) tiene entre sus objetivos fundamentales
desarrollar el alojamiento de alquiler, tanto nuevo
como antiguo, en el centro de las ciudades, para
ello se propone evitar que la degradación de los
inmuebles reduzca el parque de alquiler y mejorar
la calidad de los alojamientos de alquiler disponi-
bles en toda Francia.

Así la Ley de Orientación y de programación
para la ciudad y la renovación urbana (2003), con
la que se definieron modalidades de intervención
del Estado en las zonas urbanas más sensibles,
respalda la construcción de 250.000 VS de alqui-
ler a lo largo de cinco años y la rehabilitación de
otras 400.000. La financiación corre a cargo del
Estado y de otros agentes relacionados con la
vivienda y de ella se han beneficiado ya más de
233 barrios y un millón de habitantes.

De acuerdo con los nuevos enfoques que
pretende observar el problema de la vivienda
desde unas perspectivas más amplias, la Ley de
programación para la cohesión social (2005) se
fundamenta en tres pilares principales: empleo,
vivienda e igualdad de oportunidades y establece
diferentes programas de actuación, fundamental-
mente en materia de alojamiento social de alqui-
ler, movilización del parque privado, acceso a la
propiedad, renovación urbana.

Por último, el proyecto de Ley de Engage-
ment national pour le logement, completa la Ley

de Cohesión Social y hace hincapié en diferentes
aspectos principales154:
– Relanzar la construcción para lo cual el Estado

proporciona sus propios terrenos y los de algu-
nas instituciones públicas bajo su tutela.

– Facilitar, con medidas e instrumentos financie-
ros adecuados, que los ayuntamientos propor-
cionen terrenos y promocionen la construcción
de viviendas.

– Dinamizar los mecanismos de financiación.
– Favorecer el acceso a la propiedad.
– Reforzar el acceso de todos a la vivienda.

En Francia, hay previstas una gran diversidad
de ayudas a la piedra en materia de alquiler
social, con el propósito de fomentar la creación
de VS (PLS), de incrementar las viviendas de
alquiler (PLI) y o de rehabilitar las existentes
(PALULOS). También existen ayudas a la piedra
destinadas a propietarios-ocupantes y al alquiler
privado. Entre ellas las siguientes: las destinadas
a hogares con escasos ingresos (PAS); dirigidas a
facilitar el acceso a la propiedad mediante présta-
mos ahorro-vivienda (PEL); subvenciones para
reparaciones (PAH y ANAH); préstamos para la
rehabilitación siempre y cuando se mantenga el
alquiler (PC y ANAH). En este último caso, las
subvenciones están destinadas a los propietarios
que acepten mantener las viviendas en alquiler
como residencia principal durante diez años. En el
mismo sentido estaría el "contrato de rehabilita-
ción", según el cual el propietario se compromete
a realizar los trabajos de mejora, mantenimiento y
conservación del inmueble para alquilarlo durante
la duración de un contrato mínimo de 12 años, al
final del cual las mejoras efectuadas revierten en
el propietario.

Como ya se ha comentado, las ayudas a la
promoción se encuentran en franco retroceso en
la mayor parte de los países europeos, incluso
con la venta de las viviendas públicas a los inqui-
linos para liberar de este modo de las cargas
financieras al erario público. A pesar de ello, la
presión de la demanda en Alemania ha llevado a
una nueva fórmula (préstamos complementarios)
dirigidos a estimular el alquiler social mediante la
introducción de un mayor número de promotores
sin ánimo de lucro y la flexibilización de determi-
nados aspectos (duración de contratos o fijación
de precios). Las ayudas públicas no se limitan
únicamente al alquiler sino que también afectan a
la vivienda en propiedad y que junto a esta nueva
fórmula también subsisten préstamos subsidia-

153 RODRÍGUEZ, 2002. 154 http://www.philippedallier.fr/article.php3?id_article=191&id_
rubrique=&artsuite=14. El inquilino sólo puede ser un orga-
nismo HLM, una Sociedad de Economía Mixta (SEM) o
una colectividad territorial o un organismo agregado.
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dos, subvenciones a fondo perdido a los costes
de edificación y préstamos a fondo perdido para
reducir la carga financiera, que se otorgan duran-
te la explotación del inmueble, después de la
asignación de las viviendas a los inquilinos y con
una duración de diez ó más años.155

Las ayudas a la persona también difieren sig-
nificativamente entre los diferentes países. Así, en
Holanda, donde toda la financiación de la vivien-
da es enteramente privada desde 1989156, las
"primas de estímulo" se orientan hacia el acceso
a la propiedad o al alquiler privado en función de
los ingresos y condiciones de los hogares. Desde
1956 existe la denominada "garantía municipal"
con soporte del gobierno central, permitiendo a
los adquirientes obtener préstamos de hasta el
100% del valor de la vivienda. Un sistema que
sería privatizado en 1995 y administrado por la
Stishting Waarborgfonds Eigen Woningen, donde
estarían representadas entidades públicas y pri-
vadas.157

Por su parte, en Alemania, donde se ha
pasado de la ayuda mediante ventajas fiscales
generales, préstamos sin interés, primas o sub-
venciones a los adquirientes o préstamos bonifi-
cados a bajos tipos de interés, a establecer un
programa de subvenciones de primera vivienda,
con un impacto significativo sobre el incentivo
para comprar.158 Es una reforma significativa ya
que desaparecen las desgravaciones fiscales
para las viviendas sociales, que pasan a recibir el
mismo trato que las viviendas no protegidas.159

Complementariamente a las viviendas que
reciben ayudas públicas se les imponen ciertas
condiciones,160 como las relativas a los criterios
de selección de los inquilinos (límites de ingresos)
o al importe de los alquileres (establecidos en
base a la llamada "renta de coste").

Tanto en Holanda como en Francia y Alema-
nia (estos dos últimos con los sistemas más
potentes de Europa161 están en marcha sistemas
de ahorro-vivienda que favorecen la inversión
inmobiliaria y la compra de viviendas a través de
intereses altos o primas en el ahorro y préstamos
posteriores con intereses reducidos. En éste últi-
mo, las ayudas a la persona se pueden clasificar
en función de: a) si están destinadas al alquiler
social: los APL (Aide Personalisée Logement) se
destinan al pago del alquiler de viviendas priva-

das "convenidas" o no y financiadas con présta-
mos por alquiler social; b) De si son ayudas des-
tinadas a ocupantes-propietarios: AL (Allocation
Logement). Ayudas al pago de la mensualidad (en
función de los ingresos, del tamaño del hogar y el
coste del alquiler), bien familiar (ALF), personas
mayores y trabajadores (ALS); APL (Aide Perso-
nalisèe Logement). Ayudas al pago de la amorti-
zación de los préstamos para la compra de
vivienda habitual; c) Destinadas al alquiler priva-
do: AL y APL, pero en este caso solo para el par-
que del alquiler privado. En definitiva se trata de
un intento de homogeneizar el producto de la VS
unido a unas adecuadas ayudas a la persona
para asegurar la diversidad social y la fragmenta-
ción de los productos ofertados.162

En materia de planes y programas en Espa-
ña, la política estatal de vivienda se basa en dos
pilares: los incentivos fiscales a los compradores
de vivienda y, en mucha menor medida, a los
arrendadores; y los planes plurianuales de vivien-
da protegida. El primero de ellos supone del
orden de seis o siete veces el importe de los gas-
tos estatales de los planes.163 Los planes de
vivienda establecen actuaciones protegibles en
materia de vivienda: la promoción, adquisición y
cesión en arrendamiento de viviendas de protec-
ción oficial, bien públicas o privadas; la adquisi-
ción a precio tasado de viviendas tanto nuevas
como usadas; la rehabilitación de edificios y
viviendas; así como la financiación de actuacio-
nes protegibles en materia de suelo. También
incorporan condiciones de los solicitantes de
ayudas estatales y se plantean convenios con
comunidades y entidades colaboradoras. Las
ayudas que se establecen son de dos tipos: la
subsidiación de intereses de los préstamos hipo-
tecarios para los adquirientes y los promotores de
este tipo de viviendas; y las subvenciones a
fondo perdido de un porcentaje del precio de las
viviendas, bien por la Administración central o por
las Comunidades Autónomas.

El Plan Estatal 2005/2008 (aprobado por
Real Decreto 801/2005, de 1 de julio), plantea
como objetivo básico favorecer el acceso de los
ciudadanos a una vivienda asequible, y enfatiza la
preocupación por el fomento del régimen de
alquiler, la cooperación institucional y el acceso
de los colectivos más desfavorecidos.

155 AVS, 2001.
156 TRILLA, 2001, pág. 133.
157 MINISTERIO DE FOMENTO, 1997, pág. 41.
158 WHITEHEAD, 2006, pág. 8.
159 AVS, 2001.

160 AVS, 2001.
161 MINISTERIO DE FOMENTO, 1997, pág. 33.
162 AVS, 2001.
163 TINAUZ, 2006, pág. 281.
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Las actuales políticas de vivienda en los países
considerados son en buena medida herederas
de las intervenciones realizadas a lo largo del
último siglo y, muy especialmente, en los últi-
mos cincuenta años, pero la dinámica econó-
mica y social de los últimos quince años viene
marcando cambios de enfoque, a veces con-
tradictorios, en algunos de sus rasgos funda-
mentales:

Desde principios de los noventa, a impul-
sos de corrientes neoliberales, se extiende una
voluntad de reducir la intervención pública en
materia de vivienda con objeto de aliviar la fuer-
te carga financiera soportada en épocas pasa-
das. Se entiende que las enormes necesidades
de vivienda de los años de la posguerra y del
periodo de fuerte crecimiento industrial urbano
ya están superadas y que ha llegado el momen-
to de buscar soluciones menos gravosas y con
mayor participación de entidades privadas. Sin
embargo, en todos los países sigue manifes-
tándose graves problemas de vivienda, aunque
sean más o menos coyunturales y focalizados
en áreas concretas de los centros y de las peri-
ferias de las grandes aglomeraciones urbanas.

La dilatada e intensa intervención pública
ha quedado también materializada en grandes
parques de VS, con el rasgo común en la
actualidad de un importante deterioro físico y
un cierto carácter segregador de los grupos
sociales menos favorecidos, con la conflictivi-
dad social que de ello se deriva. En parte son
efectos derivados de los nuevos criterios
menos intervencionistas y más estrictamente
subsidiarios. De cara al futuro inmediato están
planteadas fuertes necesidades de rehabilita-
ción y de diversificación, para atender a la
obsolescencia de una parte importante del par-
que residencial y para dar respuestas más
coherentes a una demanda cada vez más
diversa y cambiante.

Consecuentes con la línea de implicar a los
agentes privados, son las iniciativas, más o
menos formalizadas y aplicadas, de control

sobre el uso de las viviendas que llegan a la
expropiación temporal de las viviendas vacías
en aquellas zonas donde la demanda es más
intensa.

Las fuertes exigencias financieras y las
dificultades de gestión, nunca resueltas de
forma totalmente satisfactoria, junto con un
decidido apoyo al incremento de los hogares
propietarios, son los principales vectores de
una nueva cara de la política de vivienda, que
se concreta en el incremento de las medidas de
estímulo a la compra de vivienda, mientras que
el alquiler tanto libre como social se contrae,
sin dejar por ello de representar proporciones
próximas al 50% del parque. El alquiler social,
que venía creciendo desde 1960, ha quedado
en situación estacionaria en Francia (17%) y
disminuye en Holanda (35%) y Alemania (6%).
En España la escasísima presencia del alquiler
(11,4%), especialmente de vivienda social
(2%), obliga a pensar en la imperiosa necesi-
dad de un incremento de este tipo de oferta de
alojamiento, para conseguir, al igual que se pre-
tende en los otros países, un mercado más
diverso y equilibrado.

Un elemento fundamental en la configura-
ción de todas las políticas de vivienda es el
papel jugado por diferentes agentes sociales.
Es éste uno de los elementos más claramente
diferenciadores de la situación actual y del
pasado de la política de vivienda en España. En
los países manejados como referencia siempre
ha sido muy destacado el papel de los agentes
privados en la construcción y en la gestión de
los parques de viviendas, tanto en propiedad
como en alquiler, tanto libres como sociales. El
papel de las instituciones públicas no suele ir
más allá de la disponibilidad del suelo, del
apoyo financiero, del tratamiento fiscal y del
marco normativo.

Simultáneamente, pero más en el plano de
las ideas, ya no se considera suficiente el
carácter redistributivo de las políticas de vivien-
da, han de ser también factores de cohesión
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social en un entorno urbano saludable. En los
últimos años se viene configurando una política
que favorece el acceso a la propiedad y la pro-
ducción de viviendas en alquiler (tanto privado
como social), que pretende avanzar en el dere-
cho real de elección en cuanto a localización,
regímenes de cesión y tipología. Es un proceso

de reforma que culmina con el anuncio en Fran-
cia del reconocimiento legal del derecho subje-
tivo (reclamable ante los tribunales de justicia) a
una vivienda digna. Será, por fin, la equipara-
ción legal del derecho a la vivienda con otros ya
consolidados como el derecho a la educación o
el derecho a la sanidad.
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